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I. NOVEDADES NORMATIVAS.

En cuanto a las novedades normativas, del Estado únicamente podemos referirnos a sendos Reales Decretos, uno para ampliar la vigencia del Plan Estatal de Vivienda 2018-2021 y otro para modificar el CTE.

Respecto de las Comunidades Autónomas, las novedades vienen referidas a temas relativos a la vivienda en relación con el impulso de las energías renovables o mejorar el acceso a ella, como ocurre en Cataluña. Andalucía, vía decreto ley ha regulado el fomento de iniciativas económicas mediante la agilización y simplificación administrativas en la tramitación de proyectos y su declaración de interés estratégico para Andalucía, que también ha supuesto la modificación de la legislación de ordenación del territorio y urbanística, como también han hecho otras CC. AA. con sus leyes de medidas fiscales y administrativas. 
1. ESTADO

- Real Decreto 725/2019, de 13 de diciembre, por el que se modifica la disposición transitoria primera del Real Decreto 106/2018, de 9 de marzo, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda 2018-2021. (BOE núm. 302, de 17 de diciembre).

La D. T. 1ª del R. D. 106/2018 regulaba la ampliación del plazo para la ejecución de las actuaciones de los programas de fomento del parque público de vivienda en alquiler y de fomento de la regeneración y renovación urbanas del Plan Estatal 2013-2016, que se ejecutaran al amparo de un Acuerdo de Comisión Bilateral de Seguimiento de los convenios de colaboración suscritos entre el Ministerio de Fomento y cada C. A. o las ciudades de Ceuta y Melilla, hasta el 31 de diciembre de 2019.
La ampliación del plazo se admitía incluso en los supuestos en los que se superara el plazo máximo de 3 años previsto en el Plan Estatal 2013-2016 o que hubiere finalizado antes de la entrada del R. D. La modificación prevé la ampliación de un año, hasta el 31 de diciembre de 2020, incluso en los supuestos en que se superare el plazo máximo de 3 años establecido en el Plan Estatal de 2013-2016 o hubiere finalizado el plazo acordado antes de la entrada en vigor del R. D.
En estas actuaciones las CC. AA. tienen de plazo para resolver la concesión de ayudas hasta el 1 de octubre de 2020.
- Real Decreto 732/2019, de 20 de diciembre, por el que se modifica el Código Técnico de la Edificación, aprobado por Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo. (BOE núm. 311, de 27 de diciembre).

Este decreto modifica el Código Técnico de la Edificación en tres aspectos muy concretos:

1. Exigencias relativas a la eficiencia energética de los edificios.

Esta materia, regulada por los artículos 4, 5 y 6 de la Directiva 2002/91/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 2002, fue transpuesta al ordenamiento jurídico español con el R. D. que ahora se modifica, en concreto, en el documento básico DB-HE “ahorro de energía”.

Con posterioridad a su entrada en vigor, se aprobó la Directiva 2010/31/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 19 de mayo de 2010, relativa a la eficiencia energética de los edificios, que modificó y refundió la Directiva 2002/91/CE. Esto supuso la actualización del Documento Básico DB-HE de “Ahorro de Energía” mediante las Órdenes FOM/1635/2013, de 10 de septiembre, y FOM/588/2017, de 15 de junio.

Pese a que la Directiva de 2010 ha sido modificada por la Directiva (UE) 2018/844 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2018, esta última no es objeto de trasposición en este real decreto.

Con este R. D. se hace necesaria una nueva revisión del Documento Básico DB-HE de “Ahorro de Energía”, introduciéndose modificaciones en la estructura de las exigencias básicas para adaptarlas a la normativa europea, se revisan los valores mínimos de eficiencia energética que deben cumplir los edificios y se actualiza la definición de edificio de consumo de energía casi nulo.

También, haciéndose eco de la Directiva 2010/31/UE, el R. D. establece la obligación de revisar y actualizar los requisitos mínimos de eficiencia energética periódicamente, a intervalos no superiores a cinco años, con el fin de adaptarlos a los avances técnicos del sector de la construcción. 
2. Exigencias relativas a la protección frente a la exposición al radón.

Este R. D. supone una trasposición parcial de la Directiva 2013/59/EURATOM del Consejo, de 5 de diciembre de 2013, por la que se establecen normas de seguridad básicas para la protección contra los peligros derivados de la exposición a radiaciones ionizantes, que obliga a los Estados miembros a establecer niveles nacionales de referencia para las concentraciones de radón en recintos cerrados y a adoptar medidas adecuadas para limitar la penetración del radón en los edificios.

En consecuencia, se introduce en el CTE una nueva exigencia básica de salubridad HS 6, de protección frente al gas radón. Esto supone la obligación de que, en los edificios situados en los términos municipales en los que se ha apreciado un nivel de riesgo no despreciable, se dispongan los medios adecuados para limitar el riesgo previsible de exposición inadecuada en su interior, a radón procedente del terreno. Esta exigencia básica se desarrolla mediante la inclusión de una nueva sección en el documento básico DB HS de «Salubridad», donde se caracteriza y cuantifica la exigencia, y se establecen los criterios para la verificación y justificación de su cumplimiento.

3. Exigencias relativas a la protección contra incendios.

Se realizan algunas modificaciones en el Documento Básico DB SI de “Seguridad en caso de incendio”, para limitar adecuadamente el riesgo de propagación del incendio por el exterior del edificio, teniendo en cuenta los efectos que sobre los cerramientos exteriores del edificio podrían derivarse del incremento de esas nuevas exigencias reglamentarias de eficiencia energética.

4. Finalmente, también se incluye una actualización de las referencias normativas en algunos de los Documentos Básicos del CTE.
La D. T. 1ª del RD dispone que estas modificaciones del CTE no serán de aplicación a las obras de nueva construcción y a las intervenciones en edificios existentes que, en ambos casos, tengan solicitada la licencia municipal de obras a la entrada en vigor del RD, siempre que las obras comiencen dentro del plazo máximo de eficacia de la licencia, conforme a su normativa reguladora, y, en su defecto, en el plazo de seis meses contado desde la fecha de otorgamiento de la misma. En caso contrario, los proyectos deberán adaptarse a las modificaciones del CTE que se aprueban mediante este RD.

La DT 2ª del RD dispone que las modificaciones del CTE son de aplicación voluntaria a las obras de nueva construcción y a las intervenciones en edificios existentes para las que, en ambos casos, se solicite licencia municipal de obras dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigor del RD, debiéndose comenzar dichas obras dentro del plazo máximo de eficacia de dicha licencia, conforme a su normativa reguladora, y, en su defecto, en el plazo de seis meses contado desde la fecha de otorgamiento de la referida licencia. En caso contrario, los proyectos deberán adaptarse a las modificaciones del CTE.

Serán de obligatoria aplicación las modificaciones del CTE a las obras de nueva construcción y a las intervenciones en edificios existentes para las que, en ambos casos, se solicite licencia municipal de obras una vez transcurrido el plazo de seis meses desde su entrada en vigor.

2. COMUNIDADES AUTONOMAS.

B) CATALUÑA

- Decreto-Ley 16/2019, de 26 de noviembre, de medidas urgentes para la emergencia climática y el impulso a las energías renovables. (DOGC núm. 8012, de 28 de noviembre)

Entre otros objetos, este DL modifica el Texto refundido de la Ley de urbanismo, aprobado por el Decreto legislativo 1/2010, de 3 de agosto, para facilitar y simplificar la implantación de las instalaciones para el aprovechamiento de la energía solar y eólica.
A este respecto añade un nuevo artículo 9 bis, titulado ‘normas de aplicación directa sobre instalaciones para el aprovechamiento de la energía solar y la rehabilitación de edificaciones’, que se resumen en:
1. Admisión de la implantación de las instalaciones para el aprovechamiento de la energía solar mediante captadores solares térmicos o paneles fotovoltaicos, sin necesidad de modificar el planeamiento urbanístico, en los varios supuestos:

a) Sobre la cubierta de las edificaciones y otras construcciones auxiliares de estas, incluidas las pérgolas de los aparcamientos de vehículos, cuando las instalaciones no superen el metro de altura desde la cubierta plana o, en caso de cubierta inclinada, cuando los captadores o paneles se ubiquen adosados en paralelo.

b) En los espacios de las parcelas en suelo urbano, no ocupados por las edificaciones y otras construcciones auxiliares de estas, cuando las instalaciones se destinen a reducir la demanda energética de la edificación y no superen el metro de altura desde la rasante del suelo ni comporten un empleo de la parcela superior al 25% de su superficie no edificable.

2. Los proyectos de obras para la rehabilitación de edificaciones preexistentes pueden incluir la autorización para ocupar, mientras subsista la edificación, suelos reservados a sistemas urbanísticos o terrenos privados inedificables que sean indispensables para instalar ascensores u otros elementos relacionados con la accesibilidad de las personas, o para reducir como mínimo el 30% de la demanda energética anual destinada a la calefacción o refrigeración del edificio de acuerdo con lo que establece la legislación en materia de suelo, siempre que:

a) Sea inviable técnica o económicamente cualquier otra solución.

b) No se perjudique sensiblemente la funcionalidad del sistema urbanístico afectado o las condiciones de ventilación, soleamiento y vistas de las edificaciones vecinas.

En estos casos tampoco es necesaria la modificación del planeamiento urbanístico.

En ambos casos, los espacios ocupados por estas instalaciones no computan a efectos de aplicar las determinaciones de los planes urbanísticos que regulan la edificación de la parcela que puedan impedir su implantación.

Las normas de aplicación directa no serán aplicables cuando sean incompatibles con las normas de protección del patrimonio cultural o urbanísticas.
Incluye dentro del sistema urbanístico de equipamientos comunitarios a los llamados servicios técnicos, entendiendo por tales las infraestructuras de utilidad pública o de interés social correspondientes a  las redes e instalaciones conexas de suministro de agua, de energía eléctrica y de gas, de saneamiento de aguas residuales, de alumbrado público y de telecomunicaciones; las instalaciones de producción de energía eléctrica con una potencia superior a 100 kW conectadas a las redes de transporte o de distribución de electricidad y las instalaciones destinadas a la gestión de residuos.
Considera de interés público, y, en consecuencia, ser objeto de actuaciones específicas en suelo no urbanizable para su destino a las actividades o los equipamientos de interés público que se tengan que emplazar en el medio rural, las instalaciones y las obras necesarias para servicios técnicos y otras instalaciones ambientales de interés público.
Se incorporan, entre las modificaciones de la Ley de Urbanismo, las especialidades de los proyectos de actuación específica relativos a sistemas urbanísticos de servicios técnicos.
- Decreto-Ley 17/2019, de 23 de diciembre, de medidas urgentes para mejorar el acceso a la vivienda. (DOGC núm. 8032, de 30 de diciembre)

Por un lado, se establecen modificaciones de la legislación en materia de vivienda, tales como, la Ley 18/2007, de 28 de diciembre, del derecho a la vivienda, del Decreto ley 1/2015, de 24 de marzo, de medidas extraordinarias y urgentes para la movilización de las viviendas provenientes de procesos de ejecución hipotecaria, de la Ley 24/2015, del 29 de julio, de medidas urgentes para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética, de la Ley 4/2016, de 23 de diciembre, de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión residencial, y de la Ley 13/1996, de 29 de julio, del Registro y el depósito de fianzas de los contratos de alquiler de fincas urbanas y de modificación de la Ley 24/1991, de la vivienda.

A este bloque pertenecen las modificaciones siguientes:

1. Se enfatiza la directriz para el planeamiento urbanístico relativa a la calificación en el medio urbano de suelo adecuado y suficiente para el uso de vivienda destinada a domicilio habitual de la población, 
2. Se refuerzan las herramientas destinadas a la disminución de las viviendas vacías. En este sentido, se regula la situación constitutiva de un incumplimiento de la función social de la propiedad de la vivienda, se ajustan las definiciones de vivienda vacía
 y las relativas a los incumplimientos referidos a la desocupación y a la falta de destino de las viviendas en residencia habitual y permanente de los usuarios.
Estos incumplimientos se consideran, igualmente, un incumplimiento del deber de propiedad de las edificaciones de dedicarlas a usos compatibles con la ordenación territorial y urbanística a efectos de aplicar los medios de ejecución forzosa regulados en la legislación en materia de suelo. 
La situación de incumplimiento no se altera, aunque las viviendas se transmitan de una propiedad a otra o hayan estado ocupadas eventualmente por personas sin título habilitante. 
Se refuerzan las potestades de reacción administrativa mediante la regulación expresa de la posibilidad de imponer multas coercitivas ante la situación de desocupación permanente de los parques inmobiliarios de las personas jurídicas privadas, cuya utilización por parte de los ayuntamientos ha sido cuestionada jurisdiccionalmente al considerar insuficiente la regulación establecida.

Además, la situación de desocupación permanente de las viviendas se amplía, por asimilación, a la de los edificios que permanecen inacabados permanentemente en la fase final de las obras de construcción. 
3. Se establecen medidas para resolver situaciones de emergencia social, tales como:

- la definición del alojamiento dotacional en sustitución de las viviendas dotacionales públicas. A estos efectos, modifica la Ley de urbanismo para integrar el sistema urbanístico de viviendas dotacionales públicas en el sistema urbanístico de equipamientos comunitarios, con el fin de abrir este tipo de alojamiento a una tipología más diversa, adaptable y funcional a las necesidades de residencia temporal de colectivos diversos.
- se amplían los supuestos en que las viviendas tienen que ser inscritas en el Registro de viviendas vacías y de viviendas ocupadas sin título habilitante, ya que se prevé que se incluyan también viviendas desocupadas permanentemente no procedentes de ejecuciones hipotecarias o de dación en pago propiedad de personas jurídicas privadas. Esto comporta la posibilidad de expropiación de estas viviendas de acuerdo con el artículo 15 de la Ley 4/2016, de23 de diciembre, de medidas de protección del derecho a la vivienda de las personas en riesgo de exclusión residencial, en el cual se introducen varios cambios (ampliación de la facultad de expropiar no sólo el uso temporal sino también el dominio, reducción del contenido del derecho de propiedad ante el incumplimiento de la obligación de ocupar legal y efectivamente la vivienda en un 50% de su valor, correspondiendo la diferencia a la Administración expropiante de acuerdo con la legislación sobre suelo y rehabilitación urbana, posibilidad de que sean beneficiarias de la expropiación entidades de derecho público y privado).

- posibilidad de adjudicar alojamiento provisional a los afectados, bien en alojamientos dotacionales o en viviendas gestionadas por las administraciones públicas, o, incluso, en viviendas ocupadas sin título habilitante con anterioridad a su incorporación al parque gestionado por las administraciones, siempre que se cumplan determinadas condiciones.

- en lo relativo a medidas para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda y la pobreza energética, se establece que las propuestas de alquiler social obligatorio, además de comunicarlas al municipio en que se sitúa la vivienda, se comuniquen también a la Agencia de la Vivienda de Cataluña. Por otra parte, se establece que las personas jurídicas pasan a ser consideradas mayores tenedores de vivienda cuando tengan más de 15 de viviendas, en lugar de la previsión actual de disponer de más de 1.250 metros cuadrados de superficie habitable.

- renovación obligatoria de los contratos de alquiler social cuando, finalizada su duración máxima, los ocupantes se encuentren todavía dentro de los parámetros legales de exclusión residencial.

- extensión de la obligación de hacer una propuesta de alquiler social antes de interponer una demanda judicial con relación a cualquier acción ejecutiva derivada de la reclamación de una deuda hipotecaria y otras demandas de desahucio por vencimiento de la duración máxima del título que legitima la ocupación o por la falta de este título en circunstancias determinadas. 
4. Medidas para la articulación de un nuevo modelo de viviendas con protección oficial.

Se liga la definición con la de vivienda de protección pública de la legislación en materia de suelo y de urbanismo. Tanto la calificación de vivienda con protección oficial como la calificación urbanística de vivienda de protección pública que establezca el planeamiento urbanístico tienen que concretar si se trata de una calificación genérica o específica, según el acceso a la vivienda de las personas usuarias pueda estar en régimen de propiedad, de arrendamiento u otro régimen de cesión del uso sin transmisión de la propiedad, o exclusivamente en régimen de arrendamiento. La calificación urbanística del suelo de vivienda de protección pública, de carácter genérico o específico, vincula en los mismos términos la calificación de vivienda con protección oficial.

También relaciona la duración de su calificación con la duración indefinida de las determinaciones del planeamiento urbanístico que califican suelo destinado al uso de vivienda de protección pública. 
Se refuerza el carácter excepcional de la reducción del techo calificado con este destino y la permanencia de estos suelos en el patrimonio público de suelo y de vivienda cuando forman parte de este patrimonio.

Respecto a la determinación de los precios de venta y rentas máximos de las viviendas con protección oficial, se e parte de la premisa de que el nuevo modelo de viviendas con protección oficial tiene que satisfacer las necesidades de la población más desfavorecida económicamente y, progresivamente, de las clases medias, potenciando el acceso en régimen de arrendamiento con ayudas públicas para la población más vulnerable económicamente.

El precio de venta máximo de una vivienda de protección oficial es el resultado de aplicar un factor de localización y un factor de características al precio de venta básico, representativo del valor de una vivienda de características estándares en cualquier punto del territorio calculado a partir de un valor mínimo del suelo no transformado urbanísticamente cerca de núcleo de población -que la misma ley establece en 7,5 euros por metro cuadrado de suelo y que es actualizable mediante la ley de acompañamiento a la Ley de presupuestos de la Generalidad- y de los costes normales de urbanización y de edificación. El factor de características permite corregir el precio básico a la baja o al alza en función de la eficiencia energética, aspecto que se incorpora para potenciar la promoción de viviendas con protección oficial energéticamente más eficientes, y en función de la antigüedad y el estado de conservación respecto de las viviendas usadas. 

La renta máxima de una vivienda con protección oficial es el resultado de aplicar a su precio de venta máximo una tasa anual de rentabilidad razonable, que se fija en el 4,8 %, sin perjuicio de posterior actualización.

También se introducen cambios que afectan a la gestión del Registro de Solicitantes de Viviendas con Protección Oficial. 
5. Medidas para propiciar una moderación de los precios del alquiler de las viviendas libres.

También se introducen modificaciones en la legislación urbanística, en el texto refundido de la Ley de urbanismo.

Incluye medidas para incrementar el patrimonio público de suelo y de vivienda con destino a viviendas de protección pública y hacer más transparente la gestión. 

Es obligatoria la inscripción del inventario en el Registro de planeamiento urbanístico de Cataluña, sin que puedan enajenarse los bienes que no estén adecuadamente inventariados.

Se regulan las áreas destinadas al patrimonio público de suelo y vivienda con el fin de dar forma y contenido a un solo instrumento jurídico, homogéneo y eficaz, para la adquisición de terrenos tanto por expropiación forzosa como mediante el ejercicio del derecho de tanteo. Se admite la posibilidad de incluir en estas áreas terrenos que tengan la condición de solar para destinar las viviendas que se puedan construir, o que ya estén construidas, al uso de vivienda de protección pública, aunque el planeamiento no las reserve para este uso específico de vivienda.

Se regula extensamente el ejercicio de los derechos de tanteo y retracto.

Como hemos indicado más arriba, se incluyen medidas para incrementar el parque de alojamientos dotacionales. El sistema urbanístico de viviendas dotacionales públicas se integra en el de equipamientos comunitarios para reforzar su carácter eminentemente asistencial en situaciones de la vida de las personas que necesitan alojamiento temporal. Además de un cambio de clasificación, el cambio de denominación incide en el carácter temporal del uso habitacional. Como está llamado a solucionar situaciones de emergencia social, se eliminan las limitaciones cuantitativas para establecer este sistema en sustitución total o parcial de la reserva de equipamientos públicos, mediante una adecuada justificación de su necesidad preferente a otros usos de equipamiento.

El régimen transitorio permite la construcción de alojamientos dotacionales de titularidad pública en terrenos calificados de equipamientos comunitarios, sin necesidad de adaptar previamente el planeamiento urbanístico a las determinaciones de este Decreto ley, cuando el planeamiento no concrete el uso o como ampliación de equipamientos existentes de acuerdo con las condiciones de integración en el entorno que se establezcan.

Faculta a los particulares para promover un equipamiento de alojamiento dotacional en los terrenos calificados de sistema urbanístico de equipamientos comunitarios que el planeamiento urbanístico general determine, siempre que se acredite el interés público o social del alojamiento dotacional mediante la concertación con una Administración competente en materia de vivienda de determinadas características del alojamiento.
Por otra parte, se regula la posibilidad de que la calificación urbanística del suelo residencial destinado a vivienda de protección pública pueda afectar a una parte de los edificios plurifamiliares, refiriéndola al supuesto de edificios de nueva construcción, al de obras de ampliación y de reforma generales, siempre que tengan como objetivo alojar mayoritariamente nuevos residentes.

En el caso de modificaciones de planeamiento urbanístico en suelo urbano consolidado que no comporten incremento de la edificabilidad, el destino parcial a vivienda de protección pública no puede afectar a los solares resultantes de un procedimiento de reparto equitativo de beneficios y cargas si los plazos para edificar los solares resultantes todavía no se han agotado. En estos casos, se establece que el parámetro urbanístico de la zona que regula la densidad del uso residencial sólo se aplica a la parte del techo que no se destina a vivienda de protección pública y que el número máximo de viviendas de protección pública es el resultado de aplicar al techo construido con esta destinación la ratio de 70 m2/vivienda. Se trata de favorecer en estos casos una oferta variada de estas nuevas viviendas.

Con el fin de incrementar el parque privado de viviendas de alquiler, se habilita al planeamiento urbanístico para que pueda reservar suelo para un producto inmobiliario destinado al uso de viviendas por pisos, sin posibilidad de dividirlos horizontalmente, con la finalidad de la cesión de uso a terceras personas; se pretende que esta medida sirva para incrementar la oferta privada de viviendas en arrendamiento para contrarrestar la evolución al alza de las rentas del alquiler.

Se incorporan medidas para facilitar la ejecución de actuaciones de rehabilitación edificatoria en el medio urbano, con el fin de encajar la legislación urbanística con la legislación estatal, para evitar inseguridad jurídica.

C) GALICIA

- Ley 7/2019, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. (DOG núm. 246, de 27 de diciembre)
En lo que al contenido de este informe se refiere, el capítulo III del Título II de la Ley, relativo al medio ambiente y el territorio, modifica varios textos legales, tales como, la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia y, en correspondencia, el Decreto 92/2019, de 11 de julio, por el que se modifica el Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia; y la Ley 1/2019, de 22 de abril, de rehabilitación y de regeneración y renovación urbanas de Galicia 

La Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia, y sus desarrollos, se modifica con los objetivos siguientes:

a) hacer extensible al suelo urbano no consolidado y al suelo urbanizable la posibilidad de cumplir el deber de cesión mediante la sustitución de la entrega de suelo por su valor en metálico; 
b) definir el suelo rústico de protección de espacios naturales teniendo en cuenta la regulación contenida en la reciente Ley 5/2019, de 2 de agosto, del patrimonio natural y de la biodiversidad de Galicia; 
c) realizar ajustes puntuales en la regulación de las condiciones generales de las edificaciones en el suelo rústico con el fin de evitar dudas en la interpretación y aplicación de la ley y de su reglamento de desarrollo; 
d) recuperar y poner en valor las edificaciones tradicionales existentes en cualquier categoría de suelo rústico y en el suelo de núcleo rural.

A tal efecto, se regulan más detalladamente las condiciones de posición e implantación de las edificaciones en suelo rústico. Faculta para que reglamentariamente pueda establecerse una exigencia de superficie mínima de parcela superior a la legalmente prevista “cuando así esté exigido por la naturaleza y características de los usos de que se trate”. Faculta a los instrumentos de ordenación del territorio para, excepcionalmente, permitir una ocupación superior a la legalmente prevista (que oscila entre el 20 y el 60% de la totalidad de la superficie de la parcela) en caso de actividades tales como, invernaderos, acuicultura, explotaciones ganaderas, infraestructuras de tratamiento y depuración de aguas o ampliación de cementerios.
e) clarificar la regulación de la tramitación de los expedientes de delimitación del suelo de núcleo rural; 
Sobre este aspecto, limita la notificación individual de la aprobación inicial y sometimiento a información pública de la delimitación a las personas titulares catastrales de los terrenos respecto de los cuales se proyecte una modificación en su clasificación urbanística, no a todos los titulares catastrales, como se deducía de la regulación anterior.

También obliga al ayuntamiento a solicitar, en el momento que corresponda en cada caso, los informes sectoriales que resulten preceptivos de conformidad con la normativa vigente.

f) reforzar la seguridad jurídica y dotar de mayor estabilidad el tráfico inmobiliario, aclarando el régimen jurídico vigente para las edificaciones en situación de fuera de ordenación y aquellas preexistentes a la aprobación definitiva del planeamiento que no sean plenamente compatibles con sus determinaciones, pero que no estén incursas en la situación de fuera de ordenación, así como aquellas para las cuales ya hayan transcurrido los plazos para la adopción de medidas de restauración de la legalidad urbanística; 
Sobre este particular, modifica en profundidad el art. 90 de la ley. Define como incursos en el régimen de fuera de ordenación, los edificios, construcciones e instalaciones erigidos con anterioridad a la aprobación definitiva del planeamiento urbanístico que resulten incompatibles con sus determinaciones por estar afectados por viales, zonas verdes, espacios libres, dotaciones y equipamientos públicos.

 A diferencia de la regulación anterior, que sólo permitía la realización de obras de conservación y las necesarias para el mantenimiento del uso preexistente, la modificación permite mantener el uso preexistente, “en todo caso, incluso si se trata de usos no permitidos por la ordenanza o normativa urbanística vigente,” y aunque sólo pueden realizarse en ellos obras de conservación y las necesarias para el mantenimiento de dicho uso preexistente., admite la posibilidad de cambio de uso a cualquiera de los usos permitidos por la ordenanza o normativa urbanística que resulte de aplicación, sin más obras que las mínimas e imprescindibles.

En ambos casos, los propietarios deberán renunciar al incremento del valor expropiatorio, sin que tal renuncia afecte a las obras que sea obligatorio realizar para mantener el inmueble en adecuadas condiciones de conservación, de acuerdo con el correspondiente informe de evaluación del edificio, cuando este sea obligatorio, según la normativa vigente.

Este régimen es aplicable a los edificios, construcciones e instalaciones existentes en suelo urbano no consolidado, en áreas de suelo de núcleo rural en las cuales se prevean actuaciones de carácter integral, en el suelo urbanizable y en los terrenos afectados a sistemas generales, mientras no esté aprobada definitivamente la ordenación detallada de dichos ámbitos.

Será el planeamiento urbanístico el que determine el régimen a que deban someterse estas edificaciones, construcciones e instalaciones preexistentes, si en el momento de la aprobación definitiva no son plenamente compatibles con sus determinaciones.

g) garantizar la seguridad jurídica aclarando determinadas previsiones del régimen transitorio de la ley y de uno de sus decretos de desarrollo.

Las modificaciones que afectan a la Ley 1/2019, de 22 de abril, de rehabilitación y de regeneración y renovación urbanas de Galicia, son puntuales y van dirigidas a corregir errores u omisiones puestos de manifiesto en su aplicación.
Con la actual modificación se elimina la posibilidad de que los planes especiales que tengan por objeto actuaciones de rehabilitación edificatoria y de regeneración y renovación urbanas excluyan, justificando la coherencia y compatibilidad con los valores culturales del conjunto histórico protegido, el criterio de mantenimiento de la trama urbana, de las alineaciones y de las rasantes existentes en los conjuntos históricos. En consecuencia, estos planes sólo pueden delimitar ámbitos que deban ser objeto de las actuaciones sobre el medio urbano a las que se refiere el artículo 12, o modificar los que pudieran venir recogidos en el plan general.
También se incluye alguna modificación puntual sobre el parcelario, el censo de inmuebles declarados en estado de abandono y la gestión del canon de inmuebles en estado de abandono.
D) ANDALUCÍA

- Decreto-Ley 4/2019, de 10 de diciembre, para el fomento de iniciativas económicas mediante la agilización y simplificación administrativas en la tramitación de proyectos y su declaración de interés estratégico para Andalucía, para la creación de una unidad aceleradora de proyectos de interés estratégico y por la que se modifica la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía y la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. (BOJA núm. 243, de 19 de diciembre)

Este decreto-ley tiene por objeto establecer un marco de tramitación preferente y de agilización y simplificación administrativa, para fomentar al máximo las iniciativas económicas de la ciudadanía y las iniciativas empresariales, favorecer el mantenimiento, la creación de empleo y la atracción de inversiones a Andalucía.

Son inversiones empresariales de interés estratégico para Andalucía las declaradas como tales por su especial relevancia para el desarrollo económico, social y territorial, y que sean medioambientalmente sostenibles. Se excluyen las iniciativas empresariales de carácter residencial.

Para su declaración tienen que tienen que encuadrarse en alguna de las siguientes categorías de proyectos:

a) Inversiones industriales o de servicios avanzados que generen o amplíen cadenas de valor añadido y empleo en el sistema productivo y mejoren su competitividad.

b) Nuevas actividades económicas que aporten valor añadido en sectores productivos con alto potencial innovador y desarrollo tecnológico.

c) Inversiones que refuercen la implantación de la sociedad del conocimiento, el sistema universitario andaluz y el potencial de innovación y de cualificación del capital humano.

d) Inversiones que contribuyan a la renovación del patrón productivo en los sectores tradicionales de la actividad económica.

e) Implantación de nuevas actividades económicas que puedan sustituir a sectores en declive o en reconversión.

f) Inversiones que, de forma significativa, incidan en la mejora de la cohesión y vertebración territorial, y en desarrollo socioeconómico de las zonas más desfavorecidas, especialmente las relacionadas con la economía social.

g) Proyectos que potencien iniciativas de economía circular, eco-innovación o que contribuyan al desarrollo energético sostenible de Andalucía, incluida la valorización energética de residuos o biomasa, así como la neutralidad climática.

h) Inversiones en materia de atención a la dependencia o de carácter social y, excepcionalmente, aquellas inversiones residenciales vinculadas a estas.

Los proyectos empresariales que se desarrollen en Andalucía y soliciten su declaración como de interés estratégico deben ser coherentes con los objetivos de sostenibilidad económica, social y medioambiental establecidos en las distintas planificaciones de la Comunidad Autónoma y ser compatibles con la ordenación territorial y urbanística, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7.3.2.

No pueden afectar a zonas que tengan un específico régimen de protección por la legislación administrativa sectorial que establezca prohibiciones y limitaciones que determinen la improcedencia de su declaración como inversión de interés estratégico.

Tienen que contribuir a la creación de un mínimo de 50 puestos de trabajos a tiempo completo en la ejecución de la inversión, así como ofrecer una inversión de, al menos, 25 millones de euros.

Los efectos de la declaración de inversión empresarial de interés estratégico para Andalucía son:
1. Tramitación administrativa preferente y urgente ante cualquier administración pública andaluza, sin perjuicio de los derechos generales para el conjunto de la ciudadanía contemplados en el marco legal vigente, que deberán ser respetados.

2. Reducción a la mitad de los plazos administrativos, salvo los relativos a la presentación de solicitudes y recursos, a los procedimientos de concurrencia competitiva, a los de naturaleza fiscal y a los previstos en el artículo 7.4, sobre procedimiento de evaluación ambiental.

También se reduce a la mitad el plazo máximo para resolver y notificar. Excepcionalmente, cuando la complejidad del procedimiento lo justifique, el órgano competente para resolver podrá acordar, por una sola vez y motivándola debidamente, la ampliación del plazo máximo de resolución y notificación; ampliación por un tiempo limitado que en ningún caso superará el plazo para resolver y notificar establecido con carácter general en la norma reguladora del procedimiento.

3. Planeamiento Territorial y Urbanístico.

También se reducen a la mitad, con carácter general, los plazos de los procedimientos para el otorgamiento de cualquier autorización administrativa previa que resulte precisa para la ejecución de las obras o para la apertura o funcionamiento de instalaciones de las inversiones declaradas de interés estratégico para Andalucía, sin perjuicio de que el trámite de licencia previa pueda quedar sustituido por la correspondiente declaración responsable.

Cuando la ejecución o implantación de las inversiones declaradas de interés estratégico para Andalucía suponga una alteración del planeamiento territorial o urbanístico, podrá efectuarse por el Consejo de Gobierno la Declaración de Interés Autonómico, conforme a lo previsto en la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

4. Medio ambiente.

A las actuaciones declaradas de interés estratégico para Andalucía les será de aplicación, en todo caso, el procedimiento abreviado previsto en el artículo 32 de la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental; todo ello, sin perjuicio de los plazos establecidos en la legislación básica del Estado.

5. El Decreto Ley crea una Unidad Aceleradora de Proyectos de Interés Estratégico en Andalucía para la coordinación administrativa del proyecto, seguimiento e instrumentos de control.

OTRAS COMUNIDADES AUTÓNOMAS:

F) CANTABRIA

- Ley de Cantabria 5/2019, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. (BOCANT extraordinario núm. 76, de 30 de diciembre)
Son varias las normas que modifica esta Ley de medidas fiscales y administrativas.
En materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, se adoptan medidas con la intención de clarificar el objeto de la Ley de Cantabria 3/2017, de 5 de abril, de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas de Cantabria, la obtención de las correspondientes autorizaciones, así como el catálogo de espectáculos públicos y actividades recreativas.
En materia de protección del Patrimonio Cultural de Cantabria se revisan las previsiones de la Ley de Cantabria 11/1998, de 13 de octubre, de Patrimonio Cultural de Cantabria., que han quedado obsoletas después de 20 años de vigencia: 

· adaptación de los procedimientos al funcionamiento electrónico

· favorecer el conocimiento y comprensión del régimen jurídico del Patrimonio Cultural al introducir en una única norma procedimientos que se encontraban incluidos en otras disposiciones reglamentarias, simplificación normativa y seguridad jurídica.

· Rectificar erratas de redacción, distintos términos para establecer clasificaciones y categorías, remisiones incorrectas, etc.
· Establecimiento del régimen de silencio negativo en los procedimientos de autorización dado que una intervención efectuada sin previo control por parte de la Administración puede generar daños en el Patrimonio Cultural cuya preservación corresponde a las Administraciones Públicas. 
· Introduce una Disposición Adicional 3ª sobre el régimen de las intervenciones arqueológicas a desarrollar en procesos de exhumación de víctimas de la Guerra Civil y la Dictadura.

· Introduce una disposición adicional cuarta relativa a la exención de informes y autorizaciones en Conjuntos Histórico Artísticos que ya cuenten con Plan Especial aprobado conforme a la Ley 16/1985, de 25 de junio, de Patrimonio Histórico Español, con el fin de facilitar el ejercicio de las competencias en materia de urbanismo a los Ayuntamientos que dispongan de Plan Especial de Conjunto Histórico aprobado.

En materia de urbanismo, se modifica la disposición transitoria primera de la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria, sobre normativa aplicable y adaptación de planes anteriores.
Los municipios que tengan en vigor PGOU o NNSS adaptarán sus instrumentos de planeamiento a lo dispuesto en la Ley en el plazo de cuatro años.

Trascurrido este plazo, y sin perjuicio de lo establecido en el planeamiento territorial, podrán realizarse modificaciones puntuales de los instrumentos de planeamiento, salvo que impliquen cambio de la clasificación del suelo para destinarlo a la construcción de viviendas que en su mayoría no estén sometidas a un régimen de protección pública.

En la regulación actual, no obstante, permite modificaciones puntuales de los instrumentos de planeamiento, que impliquen cambio de la clasificación del suelo para destinarlo a viviendas o alojamientos colaborativos, sin necesidad de estar sometidas a un régimen de protección pública, siempre que estén promovidos en régimen de cooperativa calificada de iniciativa social y sin ánimo de lucro, y cuenten con informe favorable de la Dirección General competente en materia de planificación y ordenación de servicios sociales. La sociedad cooperativa será la propietaria del inmueble, correspondiendo a sus socios el derecho de uso y disfrute a perpetuidad, siendo éste transmisible mortis causa.

Se entiende por viviendas o alojamientos colaborativos, aquellos conjuntos residenciales que tengan una función sustitutoria del hogar familiar, promovidos o con el propósito de desarrollar una vida de apoyo mutuo entre distintas personas que han decidido vivir juntas en un mismo lugar, para procurar la promoción de su autonomía y la atención ante situaciones de dependencia, que combinan un conjunto de espacios de uso privativo destinados a alojamiento, con otros destinados a zonas comunitarias.

Las instalaciones y servicios comunes habrán de incluir, como mínimo: despachos para asistencia social y atención médica y otros espacios destinados a terapias preventivas y de rehabilitación, servicio de limpieza y mantenimiento, dispositivos y sistemas de seguridad, servicio de restauración, así como planes específicos de actividades sociales, culturales, deportivas y de ocio. El diseño de los espacios ha de garantizar la adecuación y accesibilidad al uso por parte de personas mayores o, en su caso, de personas con discapacidad.
En esta misma línea se ha modificado la Ley de Cantabria 2/2004, de 27 de septiembre, del Plan de Ordenación del Litoral. Su disposición transitoria tercera dispone, sobre modificaciones puntuales de planes no adaptados, que
“Hasta que los municipios adapten sus instrumentos de planeamiento a la Ley de Cantabria 2/2001, de 25 de junio, y al presente Plan, podrán realizarse modificaciones puntuales de los instrumentos de planeamiento, salvo que impliquen cambio de la clasificación del suelo para destinarlo a la construcción de viviendas que en su mayoría no estén sometidas a un régimen de protección pública. Quedarán exceptuados de esta última prohibición las viviendas o alojamientos colaborativos a los que se refiere la disposición transitoria primera de Ley 2/2001 de 25 de junio de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.

No podrán realizarse modificaciones puntuales que conjunta o aisladamente supongan cambios cuya importancia o naturaleza impliquen la necesidad de una revisión general del planeamiento en los términos del artículo 82 de la Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria”.
H) REGIÓN DE MURCIA

- Decreto-Ley 1/2019, de 19 de diciembre, de medidas urgentes en materia de régimen sancionador de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales o extraordinarias de la C.A. de la Región de Murcia. (BORM núm. 293, de 20 de diciembre)

Si se comenta en el informe este decreto ley no es tanto por el objeto de su regulación, que es similar al de otras Comunidades Autónomas, los espectáculos públicos y las actividades recreativas ocasionales o extraordinarias, en concreto, su régimen sancionador; sino el hecho de su regulación por decreto ley, que requiere una extraordinaria y urgente necesidad, y, sobre todo, la justificación argumentada para la utilización de esta figura legislativa.
El DL reconoce que desde 2016 existía en la región de Murcia un vacío legal sobre la regulación de los espectáculos públicos y actividades recreativas, que se solventó parcialmente mediante un DL y una posterior Ley 1/2016, de medidas urgentes en la materia, que introdujo la novedad del procedimiento sancionador por comisión de infracciones relativa a la apertura o cierre de estos establecimientos fuera del horario autorizado.
Diversas leyes posteriores regularon otros aspectos como las actividades extraordinarias u ocasionales y los efectos del silencio administrativo, pero ninguna de ellas reguló como infracción la celebración de espectáculos públicos y actividades recreativas ocasionales o extraordinarias sin título habilitante, excediendo su límites o quebrantando la prohibición o suspensión ordenada por la autoridad competente, de forma que la actuación no es sancionable, bajo otra perspectiva material, por preceptos estatales o autonómicos.
Por esa sola razón, la falta de regulación de esta infracción desde 2016, la exposición de motivos justifica la necesidad de “disponer de forma inmediata de un marco legal expreso que aporte seguridad jurídica en la aplicación de las sanciones a comportamientos que pudieran poner en peligro la seguridad de los asistentes a actividades recreativas y espectáculos públicos y que pueda disuadir la eventual realización de estas conductas de riesgo, dándose una respuesta ágil e inmediata que refuerce la seguridad jurídica y proteja los intereses generales de orden público, seguridad jurídica, protección civil, salud pública”.
I) COMUNIDAD VALENCIANA

- Ley 9/2019, de 23 de diciembre, de la Generalitat, de medidas fiscales, de gestión administrativa y financiera y de organización de la Generalitat. (DOGV núm. 8707, de 30 de diciembre).

Dentro del Título II de esta Ley, dedicado a las medidas administrativas, el Capítulo III incorpora modificaciones legislativas en materia de vivienda.
Sobre la función social de la vivienda, se modifica el artículo 25 de la Ley 2/2017, de 3 de febrero, de la Generalitat, por la función social de la vivienda de la Comunitat Valenciana, relativo al alquiler solidario.
La Generalitat podrá adoptar la iniciativa para alquiler solidario de pisos vacíos que necesitan algún tipo de rehabilitación cuyos propietarios no pueden atender estos gastos, con el objeto de atender las finalidades siguientes:
a) Favorecer a los propietarios de las viviendas que no pueden mantenerlos ni rehabilitarlos, pero que sí que quieren conservar la propiedad.

b) Movilizar las viviendas desocupadas.

c) Obtener más viviendas para políticas sociales.

d) Propiciar que se hagan obras de rehabilitación para generar ocupación.

Quienes estén interesados en colaborar con la Administración Autonómica en esta iniciativa cederán el usufructo de sus viviendas a la Generalitat, a través de la Entidad Valenciana de Vivienda y Suelo, por un periodo mínimo de ocho años, para que esta disponga de las mismas con destino a alquiler solidario. La conselleria competente en materia de vivienda, a través de la Entidad Valenciana de Vivienda y Suelo, será la encargada, en estos casos, de hacer el estudio económico y la rehabilitación pertinente, gastos que, junto a todos los derivados de la gestión, serán compensados con el cobro de la renta mensual hasta que estos estén cubiertos.

La Generalitat Valenciana, a través de la Entidad Valenciana de Vivienda y Suelo, abonará en especie el precio del usufructo cedido, asumiendo el coste de la rehabilitación de la vivienda. En el caso de que el coste total de la rehabilitación sea inferior al precio de cesión del usufructo de la vivienda por el período indicado, la Generalitat compensará al propietario cedente por la diferencia en metálico.

También se modifica el artículo 30 y se añaden dos nuevos artículos 57 bis y 57 ter, una nueva disposición adicional octava y un anexo único en la Ley 8/2004, de 20 de octubre, de la Vivienda de la Comunitat Valenciana.
El art. 30 obliga al aseguramiento de los edificios de vivienda contra riesgo de incendio y por daños a terceros. La comunidad de propietarios debe suscribir estos seguros para los elementos comunes de todo el inmueble. Tienen carácter potestativo estos seguros si se trata de edificios calificados de promoción pública en los que la Generalitat ostente en propiedad un porcentaje igual o superior al 50 % de los inmuebles que constituyan la comunidad de propietarios.

Gozan de preferencia en la obtención de ayudas públicas a la rehabilitación, conservación y mantenimiento, las CCPP que hayan constituido el fondo de reserva para atender las obras de conservación y reparación del edificio de viviendas, o que con cargo al mismo hayan suscrito un contrato de seguro que cubra los daños causados en el edificio por riesgos extraordinarios, o un contrato de mantenimiento previamente del inmueble y sus instalaciones generales.

Los artículos 57 bis y 57 ter regulan la recuperación de viviendas del parque público de la Generalitat cedidas en régimen de compraventa o acceso diferido a la propiedad y la resolución de mutuo acuerdo de contratos de vivienda cedida en régimen de compraventa o de acceso diferido a la propiedad.
La D. A. 8ª establece el plazo máximo de duración de los procedimientos y del sentido del silencio administrativo en los procedimientos administrativos en materia de vivienda de promoción pública.

En materia de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje, el Capítulo X del Título II de la Ley de medidas incorpora las modificaciones siguientes:
1. La Ley 5/2014, de 25 de julio, de la Generalitat, de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje.
- Modifica la definición de paisaje, entendiendo por tal, cualquier parte del territorio, tal y como es percibido por quien lo habita, cuyo carácter resulta de la interacción de factores naturales y humanos. Considera paisajes de relevancia regional aquellos que por su escala, singularidad, aprecio social y valores son representativos de la diversidad territorial de la Comunitat Valenciana. Estos paisajes se identifican en la Estrategia territorial de la Comunitat Valenciana.

- Reconoce que las políticas y los planes de las administraciones públicas en materia de urbanismo y ordenación del territorio deben incluir medidas destinadas a hacer efectivo el principio de igualdad entre las personas, con la obligación de que la perspectiva de género se incluya en el diseño, la definición y la ejecución del planeamiento urbanístico.

- Respecto de los planes de acción territorial, la modificación faculta para que estos planes puedan modificar las determinaciones de la ordenación estructural de los planes de ámbito municipal, así como ordenar la adaptación de estos a sus nuevas previsiones, fijando plazos con este fin. Si, después de la aprobación del Plan de acción territorial, el planeamiento municipal es más restrictivo y la adaptación no es automática, se realizará mediante el procedimiento por el cual el ayuntamiento elaborará una memoria justificativa teniendo en cuenta, como mínimo, los criterios siguientes: usos, intensidad, ocupación de suelo y parcela, y distancia a elementos protegidos; memoria que se someterá a información pública por un periodo mínimo de 20 días. Elaborado el documento definitivo por el Ayuntamiento, la competencia para adaptar el planeamiento municipal a los planes de acción territorial corresponde a la conselleria competente en materia de ordenación del territorio y paisaje.

Además, por causa de interés general de carácter supramunicipal, los planes de acción territorial podrán establecer o modificar la ordenación estructural de varios municipios atendiendo a criterios de ordenación y gestión de la infraestructura verde y las relaciones económicas y funcionales entre municipios, incluyendo fórmulas de compensación intermunicipal.

- También incorpora modificaciones puntuales sobre política pública de suelo y vivienda, obligando al plan general estructural a respetar la previsión de suelo para promover viviendas sometidas a algún régimen de protección pública con destino, preferentemente, al alquiler o al régimen de derecho de superficie y a la venta, en un mínimo de 30 % de la edificabilidad residencial prevista en suelos urbanizables y urbanos sin urbanización y 15 % de la edificabilidad residencial prevista en suelos urbanos incluidos en ámbitos de renovación y regeneración urbana.

- Incorpora como determinaciones de la ordenación pormenorizada, como desarrollo de la ordenación estructural, la delimitación del trazado de las vías pecuarias en el transcurso por suelo urbano o urbanizable, de acuerdo con la normativa sectorial aplicable.

- Modifica puntualmente aspectos procedimentales sobre consultas a las administraciones públicas afectadas en la elaboración del documento de alcance del estudio ambiental y territorial estratégico, y sobre la participación pública y consultas en los instrumentos de planeamiento, así como su aprobación; sobre la tramitación simultánea de distintos planes

- Modifica aspectos concretos sobre la iniciativa y declaración de un proyecto de inversión estratégica sostenible

- Impone a cesión a la administración de un 5% del aprovechamiento tipo en caso de suelo urbano, no urbanizado, incluido en unidades de ejecución para su transformación urbanística, sin que exista incremento de aprovechamiento respecto de la ordenación vigente, el porcentaje de aprovechamiento que corresponde a la Administración es del 5 % del aprovechamiento tipo.

- Establece el régimen de devengo de intereses del justiprecio en el caso de la expropiación rogada. En la determinación del justiprecio, será fecha inicial aquella en la que el propietario presente su hoja de aprecio y fecha final aquella en que se notifique el acuerdo del JPEF a la administración que sea competente.

Si el jurado incurre en mora por superar el plazo máximo para resolver y notificar el acuerdo de fijación del justiprecio o para resolver el recurso de reposición que potestativamente interpongan cualquiera de los interesados, será responsable del pago durante el plazo que exceda de ese máximo, en los términos establecidos en la Ley de expropiación forzosa. Notificado el acuerdo por el JEF será de aplicación lo establecido en el artículo 57 de la LEF, debiendo la administración competente abonar el justiprecio en el plazo de seis meses. Transcurrido dicho plazo se devengarán nuevamente intereses que se computarán desde la presentación de la hoja de aprecio hasta que se produzca el completo pago del justiprecio, descontando la demora imputable al jurado.

- También se introducen modificaciones en los programas de actuación integrada, en la consulta previa y en el procedimiento de modificación de los programas. 
- Sobre las intervenciones en ámbitos o edificios catalogados, que tengan trascendencia patrimonial de conformidad con la normativa de protección del patrimonio cultural, deberán ser expresamente autorizadas por licencia de intervención o dispuestas por orden de ejecución municipal. Si la actuación afecta a bienes inscritos en el Inventario general de patrimonio cultural valenciano o en trámite de inscripción, la autorización de la misma corresponderá, en el ejercicio de sus atribuciones, al órgano competente en patrimonio histórico, cuya legislación será de obligada observancia.

- Respecto de la ordenación de usos y aprovechamientos en el suelo no urbanizable, la parcela exigible para las actuaciones terciarias o de servicios en el medio rural será al menos de media hectárea de perímetro ininterrumpido, sin considerar interrumpido el perímetro si la parcela está dividida por caminos rurales o vías pecuarias o está dividida por otros elementos territoriales de dominio público y tenga al menos media hectárea a cada lado de este dominio público. Debe quedar libre de ocupación por la actividad el 50 % de la superficie de la parcela.

- El artículo 202 regula las actividades que requieren declaración de interés comunitario

- Somete a licencia urbanística los actos de uso, transformación y edificación del suelo, subsuelo y vuelo siguientes:

a) Movimientos de tierras, explanaciones, parcelaciones, segregaciones u otros actos de división de fincas en cualquier clase de suelo, cuando no formen parte de un proyecto de reparcelación.

b) Las obras de edificación, construcción implantación de instalaciones de nueva planta.

c) La ubicación de casas prefabricadas e instalaciones similares, ya sean provisionales o permanentes.

d) La tala de masas arbóreas o de vegetación arbustiva en terrenos incorporados a procesos de transformación urbanística y, en todo caso, cuando la tala se derive de la legislación de protección del dominio público.

e) Las obras y los usos que deban hacerse con carácter provisional.

f) Las actuaciones de intervención sobre edificios, inmuebles y ámbitos patrimonialmente protegidos o catalogados, que tengan trascendencia patrimonial de conformidad con la normativa de protección del patrimonio cultural.

g) La extracción de áridos y la explotación de canteras, salvo lo dispuesto en el artículo 215.1.b de esta ley.

h) La acumulación de vertidos y el depósito de materiales ajenos a las características propias del paisaje natural.

i) La construcción de presas, balsas, obras de defensa y corrección de lechos públicos, vías públicas o privadas y, en general, cualquier tipo de obras o usos que afecten a la configuración del territorio.

- También sujeta a declaración responsable, además de las actuaciones que ya regulaba, las actuaciones de intervención sobre edificios, inmuebles y ámbitos patrimonialmente protegidos o catalogados, carentes de trascendencia patrimonial de conformidad con la normativa de protección del patrimonio cultural.

Igualmente, están sujetas a declaración responsable, siempre que estén acompañadas de una certificación emitida por un organismo de certificación administrativa o un colegio profesional, en los términos debidamente establecidos en la disposición adicional novena de entidades colaboradoras con la Administración:

a) Las obras de modificación o reforma que afecten a la estructura de las construcciones, los edificios y las instalaciones de todas clases, sin importar su uso.

b) La demolición de las construcciones.

c) La modificación del uso de las construcciones, edificaciones e instalaciones, así como el uso del vuelo sobre estos.

d) El alzamiento de muros de fábrica y el cierre, en los casos y las condiciones estéticas que exijan las ordenanzas de los planes, reguladoras de la armonía de la construcción con el entorno.

e) La ejecución de obras e instalaciones que afecten al subsuelo, salvo las incluidas en el artículo 213.

f) La apertura de caminos, así como la modificación o pavimentación de estos.

g) La colocación de carteles y vallas de propaganda visibles desde la vía pública.

h) Todas las actuaciones no incluidas en el artículo 213 ni 215 ni en el apartado 1 de este artículo.

Sin embargo, no sujeta a licencia urbanística los actos enunciados en el artículo 213:

a) Cuando hayan sido previamente autorizados como consecuencia de la aprobación de un proyecto de urbanización o de obra pública o de gestión urbanística de iguales efectos autorizatorios.

b) Cuando se trate de obras auxiliares o constitutivas de una instalación sujeta a autorización ambiental integrada o licencia ambiental y la Administración verifique, en un mismo procedimiento, el cumplimiento de la normativa urbanística, además de las condiciones ambientales exigibles.

c) Cuando se trate de actuaciones auxiliares de la realización de una obra autorizada por licencia, como el acopio de materiales.

d) Los movimientos de suelo propios de la práctica ordinaria de las labores agrícolas, tales como el cultivo, el desfonde, la formación de mesetas y caballones, incluyendo los propios de la replantación de especies leñosas siempre que no impliquen actuaciones comprendidas en los artículos 213 y 214 de esta ley.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

En esta materia, a diferencia de otros informes en los que incluía sentencias de Tribunales Superiores de Justicia y de Juzgados de lo Contencioso Administrativo, me he centrado básicamente en la jurisprudencia del tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, al considerar que los asuntos tratados eran merecedores de comentario más detenido.

En concreto, el TC analizo la sentencia que resuelve una cuestión de inconstitucionalidad interpuesta respecto de la Ley extremeña de suelo y ordenación territorial, por la implicación de la potestad municipal de clasificación del suelo cuando se trata de la Red Natura 2000, otra que se refiere a la regulación del procedimiento de declaración de bienes de interés cultural (que prevé la denuncia de mora) en la legislación canaria, o el tratamiento de las infracciones en materia de espectáculos públicos en la ley madrileña, con mayor detenimiento en el recurso de inconstitucionalidad contra la Ley de la Asamblea Regional de Murcia 10/2018, de 9 de noviembre, de aceleración de la transformación del modelo económico regional para la generación de empleo estable de calidad

Del TS me han parecido destacables dos sentencias, una que reitera el criterio que estableció el TSJ de Madrid respecto del valor de las instrucciones aclaratorias de normas urbanísticas de planeamiento y otra sobre el alcance de los mapas de capacidad acústica y su relación con el urbanismo municipal.
1. TRIBUNAL CONSTITUCIONAL
- Sentencia 134/2019, de 13 de noviembre, del Pleno del Tribunal Constitucional que estima parcialmente una cuestión de inconstitucionalidad interpuesta por el TSJ de Extremadura respecto del art.11.3.1.b), párrafo segundo de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del suelo y ordenación territorial de Extremadura, en la redacción dada por la Ley 9/2011, de 29 de marzo, y la disposición adicional única de esta última. (BOE núm. 304, 19 de diciembre).

Por lo que se refiere al objeto de esta cuestión de inconstitucionalidad, el art. 11 de la Ley 15/2001, titulado “suelo no urbanizable”, establece en su apartado primero qué tipo de terrenos deben adscribirse a esa clase de suelo, entre los que incluye aquellos en los que concurran valores “de carácter ambiental, natural [y] paisajístico” [letra b)]. Además, el apartado segundo subdivide el suelo no urbanizable en dos categorías: común y protegido. En el apartado tercero desarrolla el suelo no urbanizable protegido, para disponer que un suelo no urbanizable puede ser protegido por tres razones:
a) de protección “ambiental, natural, paisajística, cultural o de entorno”; 
b) de protección “estructural”, y 
c) de protección “de infraestructuras y equipamientos”.

Respecto del primero de estos tres tipos de protección la ley extremeña dispone, en relación con los “terrenos que deban ser objeto de un régimen especial de protección por estar incluidos en la red de áreas protegidas de Extremadura” que:
«La mera inclusión de unos terrenos en la red ecológica Natura 2000 no determinará, por sí sola, su clasificación como suelo no urbanizable, pudiendo ser objeto de una transformación urbanística compatible con la preservación de los valores ambientales necesarios para garantizar la integridad del área, y comprendiendo únicamente los actos de alteración del estado natural de los terrenos que expresamente se autoricen en el correspondiente procedimiento de evaluación ambiental.»
También se cuestiona la D. A. única de la Ley 9/2011
, sobre la homologación de los instrumentos de planeamiento.

El TSJ de Extremadura considera que ambos preceptos pueden incurrir en inconstitucionalidad mediata o indirecta, por ser contrarios a los epígrafes 1, 13, 18 y 23 del art. 149.1 CE, al tiempo que entiende que han sido aprobados para eludir el cumplimiento de las sentencias recaídas en el proceso de origen (la nulidad, por STSJEx, de la aprobación definitiva del proyecto de interés regional del complejo turístico, de salud, paisajístico y de servicios Marina Isla de Valdecañas
), por lo que infringen los artículos 24.1, 117 y 118 CE.
En primer lugar, el TC no considera necesario esperar a dictar el fallo hasta que se haya pronunciado el TSJEx sobre la ejecución de la sentencia de instancia, porque para enjuiciar la resolución de homologación es necesario despejar las dudas que alberga el órgano jurisdiccional sobre la constitucionalidad de la Ley 9/2011. Añade que no es óbice para conocer del asunto el hecho de que la Ley 15/2001, haya sido derogada por la Ley 11/2018, de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura, porque el análisis debe centrase en la norma vigente en el momento en que era aplicable al proceso en el que surgió la duda de constitucionalidad. Además, aplicando la teoría del ius superveniens, reconoce que los preceptos estatales vulnerados, esto es, la delimitación del suelo rural y su régimen de utilización en las zonas de Red Natura 2000, son coincidentes tanto en el TRLS 2008 como en el TRLS 2015.
Entrando a conocer del fondo del asunto, el TC recuerda que, según dispone el art. 12.2.a) TRLS, está en la situación de suelo rural “en todo caso, el preservado por la ordenación territorial y urbanística de su transformación mediante la urbanización, que deberá incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha transformación por la legislación (…) de la naturaleza (…)” y, respecto de la utilización de ese suelo rural, el art. 13.4 TRLS, en su segundo apartado, prevé que “sólo podrá alterarse la delimitación de los espacios naturales protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 2000, reduciendo su superficie total o excluyendo terrenos de los mismos, cuando así lo justifiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natural, científicamente demostrada. La alteración deberá someterse a información pública, que en el caso de la Red Natura 2000 se hará de forma previa a la remisión de la propuesta de descatalogación a la Comisión Europea y la aceptación por esta de tal descatalogación”.
Después de concluir tanto el carácter formal y materialmente básico de estos artículos, el TC centra el debate en si la norma autonómica cuestionada incurre en contradicción insalvable con estos artículos de la legislación básica estatal. 
Mientras la Asamblea y la Junta de Extremadura, los promotores y la comunidad de propietarios del complejo turístico alegan que la normativa nacional y europea de la Red Natura 2000 no impone que los terrenos incluidos en ella queden al margen de la transformación urbanística, el TC la normativa europea sobre la RN 2000 y la legislación estatal urbanística y concluye “(en definitiva, por los valores ambientales que albergan, los terrenos de la Red Natura 2000 se encuentran necesariamente entre los que, según el art. 12.2.a), en conexión con el art. 13.4 TRLS 2008, deben quedar preservados de la transformación urbanística”, a lo que añade que el legislador, en el TRLS 2008, ha proporcionado una interpretación auténtica de lo que constituye la “transformación urbanística”, al establecer en el art. 14.1.a), apartados primero y segundo un doble concepto de actuaciones de urbanización que, por su más profunda afectación al suelo, difieren sustancialmente de las “alteraciones” destinadas a preservar los suelos no urbanizables especialmente protegidos. La actuación urbanística de transformación no persigue preservar sino cambiar el destino de los suelos y destinarlos a su urbanización.
Puede haber terrenos no integrados en la red y que también tengan un alto valor ecológico, como es el caso de los espacios naturales protegidos, pero indiscutiblemente los incluidos en ella lo tienen en un grado superior al que se presupone a todo el suelo rural, razón por la cual deben permanecer en una situación urbanística compatible con el régimen de especial protección derivado de la legislación sectorial ambiental. Por esta razón, concluye el TC que cuando en el art. 11 Ley 15/2001, denominado “suelo no urbanizable”, se introduce una regla especial para los terrenos incluidos en la Red Natura 2000 con el fin de que puedan ser objeto de transformación urbanística, se contraviene lo dispuesto en el art. 12.2.a) TRLS 2008, en conexión con el art. 13.4 de la misma norma.
Y todo ello, independientemente de que la norma autonómica supedite la transformación urbanística a que sea “compatible con la preservación de los valores ambientales necesarios para garantizar la integridad del área, y comprendiendo únicamente los actos de alteración del estado natural de los terrenos que expresamente se autoricen en el correspondiente procedimiento de evaluación ambiental”.

El TC sintetiza las reglas mínimas que deben cumplirse:
a) Se debe preservar el suelo ambientalmente protegido de su transformación mediante la urbanización.

b) Se definen unas inclusiones en concepto de mínimos.

c) La utilización de los terrenos con valores ambientalmente protegidos por la ley queda supeditada imperativamente a preservar esos valores, y

d) Sólo son admisibles las alteraciones del estado natural de los terrenos protegidos si están expresamente autorizados por la legislación de protección aplicable. 
En definitiva, la regla general es la preservación salvo las autorizaciones expresamente previstas por la legislación de protección (europea, estatal básica y autonómica de desarrollo), sin que la legislación de desarrollo autonómica, ya sea de protección ambiental o dictada al amparo de cualquier otra competencia, pueda autorizar alteraciones del estado natural allí donde la legislación europea y la básica estatal no lo contemplan.
Por estas razones, declara inconstitucional y nulo el art. 11.3.1.b), párrafo segundo de la Ley 5/2001, en la redacción introducida por la Ley 9/2011, al ser contrario a los arts. 12.2.a) y 13.4 TRLS 2008, con infracción de los arts. 149.1.1 y 23 CE.
El voto particular del magistrado Enríquez Sancho discrepa de la sentencia porque el examen no tiene en cuenta que el alcance de la norma cuestionada es muy superior al ámbito territorial transformado por el proyecto de interés regional, y que la sentencia afectará a todos los terrenos que en Extremadura estén integrados en la Red Natura 2000, que incluyen casi la tercera parte de todo el territorio de esa comunidad.
Razona el magistrado que el TSJEx plantea una dude muy concreta, si la norma cuestiona incurre en inconstitucionalidad mediata, pro la pregunta no es si puede llevarse a cabo la actuación de transformación urbanística autorizada por el decreto de aprobación del proyecto de interés regional, ni si el planificador urbanístico que clasificó esos suelos como suelo no urbanizable de especial protección puede reclasificarlos en suelo urbanizable sin justificar debidamente este cambio de criterio en sus valoraciones anteriores. Reconoce que los terrenos pertenecientes a la Red Natura 2000 puede incluir, como de hecho ocurre en el embalse de Valdecañas u otras zonas especiales de protección de aves de Extremadura, extensas superficies de terreno que muchas veces engloban los correspondientes municipios, como en la ZEPA del embalse de Valdecañas que engloba 14 núcleos de población. Considera que no puede decirse rotundamente que la declaración de estos terrenos conlleve ineludiblemente a la clasificación como suelo rural del suelo en que se asientan esos municipios porque es claramente urbano, porque tienen la red de dotaciones y servicios propios de los núcleos de población. El efecto de la inclusión de estos núcleos de población en el ámbito de una ZEPA no puede suponer impedir todo crecimiento, de modo que junto a ese terreno urbanizado los instrumentos de ordenación territorial y urbanística pueden incluir otros que permitan su paso a esa situación de urbanizado; siendo que ese paso se produce mediante las actuaciones de nueva urbanización previstas en el art. 14.1.a) apartado primero TRLS.
Analiza el distinto tratamiento a que conduce el art. 46.4
 de la Ley 42/2007, de patrimonio nacional y de la biodiversidad.
Finaliza diciendo que no podría concluirse que la inclusión de un terreno en la Red Natura 2000 impide cualquier transformación urbanística, que es la razón que ha conducido a la estimación de la cuestión de inconstitucionalidad.
- Sentencia 157/2019, de 28 de noviembre, del Pleno del Tribunal Constitucional que estima la cuestión de inconstitucionalidad interpuesta por el TSJ de Canarias respecto del artículo 21.2 de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, de patrimonio histórico de Canarias.  (BOE núm. 5, 6 de enero de 2020).

En este caso, el objeto de la cuestión de inconstitucionalidad viene referido a la redacción del art. 21.2
 de la Ley del Parlamento de Canarias 4/1999, de 15 de marzo, de patrimonio histórico de Canarias, que regula la caducidad de los procedimientos de declaración de los bienes de interés cultural, y obliga a la denuncia de mora una vez transcurrido el plazo para resolver. El TSJ de Canarias entiende que este precepto contradice lo dispuesto en el art. 42.3 a), en relación con el art. 44, de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen jurídico de las administraciones públicas y del procedimiento administrativo común (LPC), en la redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero; con la consiguiente vulneración del art. 149.1.18CE.

Después de dictaminar que no existe pérdida sobrevenida del objeto del proceso constitucional porque, cuando se trata de cuestiones de inconstitucionalidad. Los efectos extintos sobre el objeto del proceso, como consecuencia de una modificación o derogación de la norma cuestionada, vienen determinados por el hecho de que, tras la modificación o derogación, resulte o no aplicable en el proceso a quo, delimita el objeto de enjuiciamiento a una parte del art. 21.2 de la ley canaria, el régimen de caducidad con exigencia de denuncia de mora. 
El TC analiza el art. 44.2 de la Ley 30/1992 y concluye en el fundamento jurídico quinto que “el art. 21.2 de la Ley 4/1999 objeto de esta cuestión de inconstitucionalidad regula la denuncia de mora como exigencia previa a la caducidad de los expedientes de declaración de bienes de interés cultural. Introduce un trámite no previsto en la legislación estatal reguladora del procedimiento administrativo común (art. 149.1.18 CE), que entraña una contradicción efectiva e insalvable con el art. 44.2 LPC. La denuncia de mora se opone a la regla de caducidad automática, y no puede considerarse un trámite complementario o compatible con esta, en el sentido acogido por la doctrina constitucional, según la cual las reglas del procedimiento administrativo común no excluyen la competencia autonómica para regular trámites de procedimiento administrativo especial (antes bien la presuponen), pero «condicionan su ejercicio a fin de promover el ‘tratamiento asimismo común de los administrados ante todas las administraciones públicas’ [SSTC 55/2018, FJ 9 b), y 227/1988, FJ 27]» (STC 110/2018, de 17 de octubre, FJ 3).

Es precisamente la garantía del tratamiento común la que se ve comprometida por el régimen de denuncia de mora previsto en el precepto cuestionado. El legislador autonómico no se ha limitado a regular el plazo de un procedimiento especial en el ámbito de su competencia; ha regulado también los efectos de su incumplimiento, en contra del régimen vigente del procedimiento administrativo común, que contempla la caducidad automática. La exigencia de denuncia de mora da pie a que el incumplimiento del plazo máximo de terminación carezca de efecto alguno, pues si el interesado no denuncia la mora, el expediente quedará abierto indefinidamente, por más que se haya superado con creces el plazo de terminación. Impone con ello a los interesados una carga adicional que no están obligados a soportar, alterando la estructura diseñada por el Estado en ejercicio de la competencia exclusiva que le confiere el art. 149.1.18 CE, y que desde luego no redunda en beneficio de los interesados.

Por ello, el art. 21.2 de la Ley del Parlamento de Canarias 4/1999, de 15 de marzo resulta ser inconstitucional y nulo en el siguiente inciso: «Transcurrido este plazo se podrá denunciar la mora por cualquier interesado. Una vez denunciada la mora, la administración actuante dispondrá de dos meses para concluir el expediente y elevarlo al Gobierno de Canarias para la declaración del bien de interés cultural la que deberá producirse en el plazo de dos meses a partir de la recepción»”.
- Sentencia 160/2019, de 12 de diciembre, del Pleno del Tribunal Constitucional que estima una cuestión de inconstitucionalidad interpuesta por el TSJ de la Comunidad de Madrid en relación con el art. 39.4 de la Ley 17/1997, de 4 de julio, de espectáculos públicos y actividades recreativas de Madrid, en la redacción dada por la Ley 10/2009, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y administrativas. (BOE núm. 10, 11 de enero de 2020).

El objeto de la cuestión de inconstitucionalidad es determinar si el art. 39.4 de la Ley 17/1997, de 4 de julio, de espectáculos públicos y actividades recreativas de la Comunidad de Madrid, en la redacción dada por el art. 13.3 de la Ley 10/2009, de 23 de diciembre, vulnera el derecho a la legalidad sancionadora (art. 25.1 CE) porque, cuando tipifica como infracción leve “cualquiera otra que constituya incumplimiento de las obligaciones o vulneración de las prohibiciones establecidas en la presente Ley y demás normativa de la Comunidad de Madrid en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, cuando no proceda su calificación como infracción grave o muy grave”, efectúa en la determinación de la conducta infractora una remisión que no excluye la colaboración reglamentaria ni contiene los elementos esenciales de la conducta antijurídica.

El procedimiento contencioso administrativo del que trae causa esta cuestión de inconstitucionalidad viene referido a la impugnación de una resolución del Ayuntamiento de Madrid que impuso la clausura de un establecimiento de hostelería durante nueve meses por la comisión de una infracción grave prevista en el art.38.15, en relación con el art. 39.4 de la Ley 17/1997 y con el art. 9 del Decreto 184/1998, que aprobó el catálogo de espectáculos públicos, actividades recreativas, establecimientos, locales e instalaciones, en su redacción originaria.

Por esta razón, el objeto del procedimiento se limita al inciso “y demás normativa de la Comunidad de Madrid”, por eventual vulneración del art. 25.1 CE ya que contiene una remisión en la determinación de la conducta infractora que no excluye a las normas reglamentarias, que, además, sirvió como fundamento de la imposición de sanción.
Después de que el TC analice, en el fundamento jurídico segundo de la sentencia, la jurisprudencia constitucional sobre el principio de legalidad en relación con las remisiones normativas cometidas en las normas sancionadoras administrativas, que comprende una garantía material y una garantía formal, se centra en el análisis de la constitucionalidad del art. 39.4 de la Ley 17/1997, desde la perspectiva del art. 25.1 CE. y concluye que la aplicación de esa jurisprudencia constitucional determina que deba declararse la inconstitucionalidad del referido inciso «y demás normativa de la Comunidad de Madrid» del art. 39.4 de la Ley 17/1997, en la redacción dada por la Ley 10/2009, de 23 de diciembre, por vulneración del art. 25.1 CE.

El TC argumenta del siguiente tenor:
“(…) De ese modo, la vigente redacción, ahora cuestionada en su constitucionalidad, incluye como fuente de las obligaciones o prohibiciones cuyo incumplimiento se sanciona como infracción leve, en comparación con la derogada, no solo las obligaciones y prohibiciones contempladas en la propia de la Ley 17/1997, sino también las establecidas en «la demás normativa de la Comunidad de Madrid en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas», poniendo de manifiesto la pretensión de no acotar la fuente de las conductas infractoras a los preceptos de la Ley 17/1997, sino ampliarla al resto de normas en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, con independencia de su rango.

Esta previsión, en la medida en que para definir las infracciones que sanciona como leves incluye una remisión a las prescripciones reglamentarias, constituye una de las prácticas legislativas vedadas por el art. 25.1 CE. Aunque el precepto sancionatorio ostente rango de ley, no contiene ninguno de los elementos esenciales de la conducta antijurídica, permitiendo con su sola remisión al resto de normativa autonómica en la materia una regulación reglamentaria independiente, no sometida, siquiera en sus líneas fundamentales, a la voluntad de los representantes de los ciudadanos. Esta conclusión, como ya ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional (así, por ejemplo SSTC 162/2008, de 15 de diciembre, FJ 2, y 81/2009, de 23 de marzo, FJ 5), no resulta desautorizada, como se pretende en algunas de las alegaciones realizadas en este procedimiento, ni por la existencia de una genérica delimitación subjetiva de los operadores jurídicos a los que se dirige en general esta normativa contenida en el articulado de la Ley 17/1997, ni por la mera acotación del ámbito objetivo al que se refiere la normativa de la remisión, que es la actividad en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas –por lo demás de gran extensión, diversidad y complejidad–, ni por el hecho de que queden excluidas las infracciones que la propia ley califica como muy graves y graves. Ninguno de estos aspectos, ni la conjunción de todos ellos, supone una descripción legal mínima de las conductas sancionables que permita tener por establecido el límite suficiente que el art. 25.1 CE exige para la intervención de la administración en la tipificación sancionadora. La sola delimitación subjetiva y material y la lógica exclusión de las conductas ya catalogadas como infracciones no permite conocer a los destinatarios de la norma qué otros comportamientos pueden pasar a ser objeto de sanción a través de la regulación reglamentaria y de la integración que posibilita el art. 39.4 de la Ley 17/1997. (…)

En esta conclusión abunda la perspectiva de la predeterminación normativa de las conductas sancionadas como dimensión material del principio de legalidad, que se imbrica en el presente caso con la dimensión formal del principio, como también ha sido reiterado por la jurisprudencia constitucional (así, por ejemplo, SSTC 162/2008, de 15 de diciembre, FJ 2, y 81/2009, de 23 de marzo, FJ 5). La pura remisión a la normativa de la Comunidad de Madrid en la materia –sin exclusión de la normativa de rango inferior a la ley, sin más acotaciones que la implícita atinente al ámbito de los sujetos obligados, a la materia de espectáculos públicos y actividades recreativas, área de actividad particularmente extensa y diversa, y a la exclusión que deriva de la existencia de otras infracciones–, dificulta de tal modo el conocimiento de lo prohibido –al exigir la búsqueda de los reglamentos aplicables y de las normas que en ellos establecen obligaciones– que permite afirmar ante la norma de remisión que no queda salvaguardado suficientemente el valor de la seguridad jurídica al que sirve, entre otros, el derecho proclamado en el art. 25.1 CE”.

- Sentencia 161/2019, de 12 de diciembre, del Pleno del Tribunal Constitucional que estima parcialmente el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por 50 diputados integrantes del Grupo Parlamentario confederal Unidos Podemos-En Comú y Podem-En Marea respecto de la Ley de la Asamblea Regional de Murcia 10/2018, de 9 de noviembre, de aceleración de la transformación del modelo económico regional para la generación de empleo estable de calidad. (BOE núm. 10, 11 de enero de 2020).

El objeto del recurso de inconstitucionalidad de esta ley se centra básicamente en la vulneración del art. 9 CE, al considerar que la Ley 10/2018 crea inseguridad jurídica al adolecer de falta de claridad, lo que afecta especialmente a la regulación que contempla en materia urbanística y ambiental. Subsidiariamente se plantea la inconstitucionalidad de distintos preceptos de la Ley 10/2018 por diferentes razones:

a) Los arts. 1 a 5 serían contrarios a los arts. 9, 137 y 140 CE. 

b) El art. 7.4, en cuanto introduce una disposición adicional primera en la Ley 12/2013, de 20 de diciembre, de turismo de la Región de Murcia, que lleva por rúbrica «Incentivo de edificabilidad para la renovación hotelera», vulneraría la autonomía local y también la legislación estatal, tanto en materia de costas como en relación con el régimen estatutario de la propiedad urbana. 
c) El art. 22, al modificar la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia, violaría la autonomía local constitucionalmente garantizada en los arts. 137 y 140 CE, así como la seguridad jurídica que protege el art. 9 CE y la normativa básica en materia de evaluación de impacto ambiental. 
d) El art. 23.4 también sería contrario a las competencias estatales en materia de medio ambiente del art. 149.1.23 CE. 
e) La D. A. 1ª en relación con los arts. 9, 137 y 140 CE, al considerar que el nuevo procedimiento que se establece en dicha disposición es contrario a la autonomía local y, al solaparse con otros ya existentes en la normativa vigente, generaría inseguridad jurídica.

El TC, en primer lugar, examina la denunciada infracción del principio de seguridad jurídica por la Ley 10/2018 en su conjunto, llegando a la conclusión de que no se aprecia la contravención del art. 9.3 CE, desestimando este argumento del recurso. 
Se reprocha la técnica legislativa utilizada porque la ley impugnada modifica numerosos textos legales, lo que, en principio, dificultaría la comprensión de su alcance. A este respecto, el TC recuerda la doctrina constitucional acerca de las leyes de contenido heterogéneo, que se asienta sobre la premisa de que “ningún óbice existe desde el punto de vista constitucional que impida o limite la incorporación a un solo texto legislativo, para su tramitación conjunta en un solo procedimiento, de multitud de medidas normativas de carácter heterogéneo” (entre otras, la STC 209/2012, de 14 de noviembre). Añade que la heterogeneidad intrínseca de las «leyes ómnibus» no está constitucionalmente prohibida, aunque sea técnicamente desaconsejable. A este respecto, la STC 136/2011, manifiesta que “el dogma de la deseable homogeneidad de un texto legislativo no es obstáculo insalvable que impida al legislador dictar normas multisectoriales, pues tampoco existe en la Constitución precepto alguno, expreso o implícito, que impida que las leyes tengan un contenido heterogéneo”, con el único límite para el supuesto de la iniciativa legislativa popular. Añade que “las leyes ómnibus o leyes transversales (STC 132/2013, de 5 de junio, FJ 1) no son, por el mero hecho de su compleja estructura interna, lesivas de precepto constitucional alguno. (…) Heterogeneidad que «no modifica su naturaleza de ley ordinaria, ni, por ende, altera su relación con las demás normas que integran el ordenamiento jurídico, porque no alteran el sistema de fuentes establecido por nuestra Constitución» (STC 120/2014, de 17 de julio, FJ 2)”; siendo esta doctrina totalmente trasladable a las leyes autonómicas como la que se cuestiona.
Sobre la impugnación de los arts. 1 a 5 de la Ley 10/2018, que regulan las “comunidades de gestión de área industrial”, o entidades urbanísticas de conservación de los polígonos industriales de la Región de Murcia, asumen las funciones enumeradas en el art. 1, los arts. 2 y 3 regulan la conservación y mantenimiento de la urbanización en las áreas industriales y el convenio a suscribir con el ayuntamiento correspondiente, mientras que los arts. 4 y 5 se refieren a la constitución y régimen de funcionamiento de la comunidad de gestión del área industrial. Sobre este particular, los recurrentes formulan dos tachas de inconstitucionalidad:

1ª Lo confuso de su contenido o la incertidumbre sobre la naturaleza potestativa u obligatoria de la constitución de las aquellas. Mientras el art. 1 establece con carácter general la constitución de estas entidades con carácter potestativo, la lectura conjunta de estos preceptos y de la disposición final tercera genera dudas porque el art. 3 ya regula el contenido mínimo de los convenios y los arts. 4 y 5 se refieren a la constitución y al funcionamiento de las «comunidades de gestión de área industrial. Atendiendo a la doctrina del TC sobre la claridad y confusión normativa, concluye que el texto no es contrario al principio de seguridad jurídica, porque entiende que la regulación de las funciones de las comunidades de gestión del área industrial no es sino una especificidad de las previstas, con carácter general, en la legislación urbanística autonómica. Concretamente, el art. 188 de la Ley 13/2015 prevé que “la conservación de la urbanización, incluyendo el mantenimiento de las dotaciones y servicios correspondientes, es competencia de la administración actuante” (apartado 6, segundo párrafo), salvo en los supuestos en que corresponda, total o parcialmente, a los propietarios, esto es, cuando así lo prevé expresamente el planeamiento urbanístico, en función de los resultados del informe de sostenibilidad económica, o cuando los propietarios lo asuman voluntariamente. A partir de esta regulación, los arts. 3, 4 y 5 de la Ley 10/2018 son consecuencia de aplicarla a un ámbito material determinado, el de los polígonos industriales ubicados en la comunidad autónoma. Razón por la cual el TC concluye que estos artículos no generan inseguridad jurídica alguna.

2ª La vulneración de la autonomía local del art. 3, cuya regulación es excesivamente detallada, al extremo de vaciar las competencias municipales. Se desestima por cuanto la regulación del art. 3 y del posible contenido del convenio se inserta en la definición de las competencias locales que corresponde llevar a cabo al legislador sectorial competente, en este caso el autonómico en materia de urbanismo. Además, el art. 3 no diseña el contenido del convenio con carácter imperativo, sino que, cuando afirma que “en el convenio regulador se procurará precisar”, está implícitamente otorgando un margen a la administración actuante respecto a las cuestiones a tratar en el mismo.

También se impugna el art. 7.4 de la ley, que añade una disposición adicional primera a la Ley 12/2013, de 20 de diciembre, de turismo de la Región de Murcia
, en relación con el denominado incentivo de edificabilidad para la renovación hotelera.

Sobre esta regulación se argumentan vulneración del principio de autonomía local (porque la regulación de los apartados 1 y 6.c invade competencias locales), infracción de la legislación de costas, (al no establecer excepción alguna podría aplicarse el incremento de edificabilidad a las edificaciones situadas en la zona de servidumbre de protección) y tacha de inconstitucionalidad del apartado 9 de la D. A (contrario a los arts. 7.1 y 18 TRLSyRU).
a) Respecto de la infracción de las competencias locales, de acuerdo con la doctrina transcrita en la sentencia, pese a reconocerse que el urbanismo es un ámbito de interés municipal preferente (art. 25.2 a) LBRL), el legislador autonómico debe graduar la intensidad de la participación del municipio en función de la relación entre intereses locales y supralocales, por lo que es posible apreciar que, en presente supuesto, el legislador pondera los intereses afectados de un modo que no puede considerarse contrario al principio constitucional de autonomía local. La norma persigue un objetivo sectorial en materia de turismo que se inserta en las competencias autonómicas (tiene como objetivo potenciar la calidad de los establecimientos turísticos, facilitando la renovación, modernización, ampliación o sustitución de los alojamientos existentes, procurando que ostenten una determinada clasificación turística), que se intenta conseguir de un modo respetuoso con las competencias locales. 
La norma no impone el incremento de la edificabilidad, sino que lo posibilita. Y a quien corresponde su determinación es al planeamiento, esto es, al Ayuntamiento en cuyo término municipal se encuentre el hotel. L interpretación conjunta de los apartados 1º y 6º de la D. A. excluye el riesgo de que el incremento de edificabilidad se lleve a cabo al margen del planeamiento. Ambas reglas han de leerse de forma integrada con la legislación autonómica en materia de urbanismo. Por lo tanto, para poder implantar el incentivo de edificabilidad para la renovación hotelera, ha de acomodarse el planeamiento urbanístico preexistente, puesto que es preciso formular y aprobar un instrumento urbanístico, plan especial o estudio de detalle.

Al no producirse actuación alguna al margen del planeamiento, cabe concluir que los entes locales conservan un margen de decisión propia y no se entiende vulnerado el principio de autonomía local.
b) Vulneración de la legislación estatal de costas. Se argumenta que el silencio de la norma faculta para la infracción del régimen de edificación en la zona de servidumbre de protección prevista en los arts. 23 y ss de la Ley de costas, que prohíben las edificaciones destinadas a residencia o habitación en dichas zonas, incluyendo las hoteleras; incrementos de edificabilidad que tampoco están previstos en la zona de servidumbre de tránsito ni en servidumbre de protección, aún en el caso de edificaciones existentes antes de la entrada en vigor.

El TC manifiesta que “(…) si el silencio de la norma acerca del respeto a las limitaciones a la edificación que deriva de la legislación estatal de costas se interpretase en el sentido de que el incremento de edificabilidad que regula puede acordarse al margen de dichas limitaciones, la norma sería inconstitucional, tal como los actores denuncian”, pero también recuerda que, a la hora de interpretar los preceptos según la CE, hay que apurar todas las posibilidades y declarar tan solo la derogación de aquellos cuya incompatibilidad con ella resulte indudable y, además, que la salvaguarda del principio de conservación de la norma encuentra su límite en las interpretaciones respetuosas tanto de la literalidad como del contenido de la norma cuestionada, de manera que la interpretación de conformidad con los mandatos constitucionales sea efectivamente deducible, de modo natural y no forzado.

En nuestro caso, el silencio de la norma impugnada no puede interpretarse en un sentido excluyente de los mecanismos que el Estado ha previsto para acomodar el ejercicio de las competencias autonómicas con las medidas adoptadas para la protección del dominio público marítimo-terrestre. Nada impide que, en la elaboración de los necesarios planes especiales o estudios de detalle, resulte de aplicación la legislación estatal en materia de costas, en lo relativo al informe preceptivo y vinculante que ha de emitir la administración del Estado sobre planes y normas de ordenación territorial o urbanística y su modificación o revisión en cuanto al cumplimiento de las disposiciones de la Ley 22/1988 y de las normas que se dicten para su desarrollo y aplicación; todo ello con el fin de evitar la colisión de las competencias estatales y autonómicas cuando ambas actúan, simultáneamente, sobre la zona de la servidumbre de protección, preservando así las prohibiciones que, por razones medioambientales ha establecido el Estado.

Así entendido, el apartado sexto D.A. 1ª la Ley 12/2013, no incurre en la vulneración constitucional.

Respecto del apartado 9º de la D. A. 1ª, no se refiere a la renovación de un edificio existente, sino el desarrollo de una actuación en una parcela situada en un ámbito urbano o urbanizable en proceso de gestión y ejecución en la que se pretende edificar un hotel. Este apartado se refiere a actuaciones en dos tipos de suelo: el suelo urbano, tanto consolidado como sin consolidar y el suelo urbanizable, referido específicamente al suelo urbanizable sectorizado.

Los recurrentes impugnan el hecho de que la prima de aprovechamiento, en estos dos casos, quede excluida de los deberes de equidistribución y cesión que pesan sobre los propietarios de estos tipos de suelo, y sería contrario a los arts. 7.1 y 18 TRLSRU, que regulan el principio general de equidistribución de cargas y beneficios en la ejecución del planeamiento urbanístico. 

Al entrar en el análisis de las normas estatales que los actores entienden vulneradas, el art. 7.1 TRLSRU regula las actuaciones de transformación urbanística y las actuaciones edificatorias (de urbanización, referidas al suelo urbanizable, y las de dotación, relativas al suelo ya urbanizado). El art. 18 se refiere a los deberes vinculados a la promoción de las actuaciones de transformación urbanística, entre los que se encuentra la cesión de suelo reservado para viales, espacios libres, zonas verdes y restantes dotaciones públicas, así como aquel, con destino a patrimonio público de suelo que fije la legislación reguladora de la ordenación territorial y urbanística. Ambos preceptos son básicos, en tanto que contribuyen a definir el régimen estatutario de la propiedad, y forman parte de las condiciones básicas que garantizan la igualdad de los españoles en el ejercicio de sus derechos y deberes. 
Concluye el TC que “conforme a las normas estatales, la equidistribución es un deber que pesa sobre los propietarios de suelo sujeto a transformación urbanística, así como sobre los propietarios de suelo urbano, en la medida que supone un principio que tiene por finalidad garantizar la igualdad en el ejercicio del derecho de propiedad [STC 143/2017, FJ 20 b)]. Es cierto que, como señaló el ATC 184/2015, de 3 de noviembre, FJ 3 b), “no está de más recordar que la equidistribución, esto es, el reparto igualitario de los beneficios y cargas derivados de la ejecución del planeamiento, no aspira a lograr una igualdad suprema, sino que es un intento de igualar en la medida establecida por la Ley. No hay equidistribución de beneficios y cargas entre distintas clases de suelo; tampoco tiene que haberla necesariamente entre sectores distintos de la misma clase de suelo, ni siquiera entre los propietarios afectados por el mismo plan, pero incluidos en diferentes ámbitos o unidades de ejecución”.
En nuestro caso, la desigualdad entre los propietarios deriva exclusivamente de que se trata de una actuación concreta, la construcción de una instalación hotelera, a la que se concede una prima de aprovechamiento que queda excluida de los deberes de equidistribución y cesión únicamente por tratarse de un hotel, alterando incluso la regla general prevista en la legislación autonómica, e incumpliendo el fin perseguido por el art. 149.1.1CE. Por esta razón, declara inconstitucional y anula el inciso “sin afectar a la equidistribución y cesión” del apartado noveno de la disposición adicional primera de la Ley 12/2013, introducida por el art. 7.4 de la Ley 10/2018.

Respecto de la impugnación de varios artículos, en cuanto modifican la Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia y la Ley de protección ambiental integrada de la Región de Murcia. 
Son varias las modificaciones que se introducen en la Ley 13/2015 por el art. 22:

1. Modificación del art. 26.2 b) de la Ley 13/2015, en lo que a la definición de “normativa”
. Se argumenta que este concepto permite que los planes de ordenación territorial regulen los usos, obras e instalaciones de carácter provisional, condicionando y limitando la competencia urbanística municipal, y vulnerando así la autonomía local de los arts. 137 y 140 CE. 
Este artículo regula los planes de ordenación territorial, que define como “instrumentos directores y operativos para la regulación de la política territorial en un ámbito espacial determinado o sector de actividad específica, en desarrollo de las directrices de ordenación territorial, o de forma autónoma”, entre cuyas funciones se encuentran “la ordenación integrada de ámbitos subregionales, comarcales o supramunicipales, mediante la coordinación de las políticas sectoriales y urbanísticas de interés regional, para un desarrollo equilibrado y sostenible del territorio y la ejecución de infraestructuras generales” o “la planificación de sectores de actividad específica que por tener incidencia territorial requieren un instrumento técnico de apoyo para la expresión y formulación de sus políticas sectoriales”. La regulación del contenido de estos planes incluye una memoria justificativa de la conveniencia y oportunidad de su formulación, planos de ordenación, memoria económica, estudio de impacto territorial y documento ambiental. También se refiere a la documentación relativa a la normativa, en la que se puede incluir la regulación de los usos, obras e instalaciones de carácter provisional.

La sola referencia a que la normativa de estos planes regule los usos, obras e instalaciones de carácter provisional, no vulnera la autonomía municipal, porque esta materia, como ha indicado el TC, es de regulación autonómica, bien directamente, bien a través de la regulación de los planes urbanísticos locales. A la C. A. corresponde diseñar el sistema jurídico de ordenación del territorio y utilización del suelo, en el que debe moverse el planificador local, sin que esto suponga vaciamiento alguno de las competencias urbanísticas locales sino prevalencia del interés supramunicipal que expresan los planes a los que se ordena jerárquicamente la planificación municipal. 
Por esta razón desestima este argumento del recurso.

2. Modificación del art. 71.1
 de la Ley 13/2015, que añade un párrafo sobre los efectos de la aprobación inicial de la modificación de un instrumento de ordenación territorial.

Los recurrentes consideran que la suspensión así regulada da lugar a un vacío normativo contrario al principio de seguridad jurídica del art. 9.3 CE, pudiendo ser contraria al art. 25.3 TRLSRU, sin que lleguen a argumentar las razones de esta vulneración. 
La norma viene referida a los instrumentos de ordenación del territorio, planes de ordenación de playas y estrategias territoriales, que, en el supuesto de encontrarse en trámite la modificación, el precepto faculta para que, mediante orden del consejero competente en materia de ordenación del territorio, la aprobación inicial de aquella implique la suspensión en la vigencia del instrumento en aquellos aspectos que entren en contradicción con la misma, suspensión expresa que tiene una duración máxima de un año prorrogable por otro adicional. Como dice el TC “(…), la previsión impugnada no carece de explicación, pues con ella se trata de evitar la realización de actuaciones que, a la postre, resulten incompatibles con la planificación territorial resultante de la modificación, asegurando la efectividad de un planeamiento futuro (en un sentido similar, art. 145.4 de la Ley 13/2015, respecto a la suspensión total o parcial de los instrumentos de planeamiento urbanístico). Tampoco es una suspensión indefinida, ya que tiene límite temporal, ni absoluta, pues se refiere solamente a aquellos aspectos de la modificación que entren en contradicción con lo previsto inicialmente en el instrumento de ordenación territorial, en el modo en que se determine por orden del consejero competente en la materia, el cual debe, en todo caso, pronunciarse respecto al alcance de la suspensión y los efectos que produce en relación con la ordenación a aplicar”, razones estas más que suficientes para desestimar esta impugnación.

3. Modificación del art. 145.4
 de la Ley 13/2015, que permite en casos excepcionales la suspensión total o parcial de la vigencia de un instrumento de planeamiento para garantizar su adecuación a los instrumentos de ordenación del territorio.
Los recurrentes entienden que privar a las normas transitorias de la consideración de instrumentos de planeamiento tiene incidencia en la normativa básica medioambiental, porque esas normas transitorias encajan en el concepto material de plan que deriva de los preceptos estatales, a efectos de su sometimiento a la preceptiva evaluación ambiental, vulnerando el art. 149.1.23 CE. 
Estas normas transitorias vienen a sustituir, temporalmente y en supuestos excepcionales, al plan general municipal de ordenación. 
El TC considera que lo planteado en esta regulación (la de los dos últimos párrafos del art. 145.4 de la Ley 13/2015, introducidos por la Ley 10/2018), vulnera el art. 149.1.23 CE, que habilita al Estado para dictar la legislación básica de protección del medio ambiente, sin perjuicio de las medidas adicionales de protección que puedan establecer las comunidades autónomas, encuadrando la controversia en el ámbito de la protección medioambiental de carácter preventivo. 

El TC remite a la doctrina constitucional que consideró formal y materialmente básicos los arts. 6 y 8 de la Ley 21/2013, de protección ambiental (STC 109/2017, FJ 3), que regulan el ámbito de la preceptiva evaluación ambiental estratégica y las excepciones a dicha evaluación.

Del examen de esa doctrina y su aplicación al caso concreto, el TC concluye que “(…) permite apreciar que, con independencia de la calificación formal que le otorgue el legislador murciano, las normas transitorias a las que se refiere el precepto pretenden regular el uso del suelo (se busca con este tipo de norma que «permita el normal ejercicio de las facultades urbanísticas en los suelos consolidados anteriores»), por lo que, aunque formalmente no sean un plan urbanístico o su modificación, produce sus efectos, y, por tanto, se subsumen en el concepto material de plan que la norma básica emplea para determinar si procede exigir la evaluación ambiental. Siendo eso así, nos encontramos con un supuesto ya enjuiciado por la mencionada STC 109/2017, FJ 3, pues, de modo similar a lo que allí sucedía, «La norma autonómica excluye de evaluación ambiental determinadas categorías de planes y sus modificaciones que sí están sometidos a la misma de conformidad con la legislación básica. La exclusión de esos planes de la evaluación ambiental estratégica prescrita por las normas estatales supone, por sí misma, la reducción de los niveles mínimos de protección establecidos por la legislación básica, con la consiguiente vulneración de la competencia estatal en materia de medio ambiente»”, sin que la interpretación del gobierno murciano sea aceptable, porque no será el órgano ambiental, mediante la evaluación estratégica simplificada, el que determine si las normas transitorias tienen o no efectos significativos sobre el medio ambiente. Como reitera el TC “(…) la legislación básica en la materia parte del presupuesto contrario, pues, en el esquema diseñado por la norma estatal, se trata de un aspecto, el de los efectos significativos sobre el medio ambiente, que corresponde valorar al órgano ambiental en cada caso concreto a través, precisamente, de la evaluación ambiental estratégica simplificada (art. 31 de la Ley 21/2013). Tampoco la mención a la normativa ambiental básica salva la contradicción apreciada, en la medida en que, al partir de la misma concepción relativa a la falta de incidencia medioambiental de las normas provisionales, rebaja de facto el nivel mínimo de protección que ha diseñado el legislador básico, ya que lo relevante no es si dichas normas provisionales fijan o no el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a evaluación de impacto ambiental, sino que las mismas operan como una modificación transitoria de un instrumento de planeamiento urbanístico que estaba sometido a evaluación ambiental estratégica (art. 6.2 de la Ley 21/2013)”.Con esta argumentación, el Alto Tribunal concluye que los dos últimos párrafos del art. 145.4 de la Ley 13/2015, en la redacción dada por el apartado nueve del art. 22 de la Ley 10/2018, incurren en contradicción con la normativa básica y son contrarios al orden constitucional de distribución de competencias, declarando inconstitucionales y nulos los incisos «ni ambientales», «y, de acuerdo con la normativa ambiental básica, no establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a evaluación de impacto ambiental» y «sin producirse una transformación que suponga efectos significativos para el medio ambiente».

Los fundamentos jurídicos 7 y 8 vienen referidos a modificaciones introducidas en la Ley 4/2009, de 14 de mayo, de protección ambiental integrada de la Región de Murcia, que por el contenido de este informe no corresponde abordar.

No obstante, respecto de la impugnación de la disposición adicional primera
 de la Ley 10/2018, titulada “Regularización de actividades en el marco del procedimiento establecido en la Ley 4/2009, de protección ambiental integrada para la legalización de actividades no autorizadas”, el TC concluye que “(…), debe entenderse que la regularización de actividades prevista en esta disposición adicional primera se refiere solamente a aquellas que sean compatibles con la modificación del planeamiento exigida por la disposición transitoria segunda de la Ley 13/2015, una vez que esa modificación haya sido aprobada inicialmente. Además, tal como aclara el preámbulo de la Ley 10/2018, ha de tratarse de actividades ajustadas a la legislación medioambiental y sectorial, a cuyo efecto habrán de recabarse la autorización ambiental autonómica y las demás sustantivas o sectoriales que sean exigibles, las cuales no son desplazadas ni excluidas por la autorización provisional de esta disposición adicional primera interpretada sistemáticamente en relación con el art. 138 de la Ley 4/2009. Todo ello sin que el ayuntamiento o la comunidad autónoma estén vinculados, en la aprobación definitiva de la modificación del planeamiento, al uso provisional eventualmente concedido, tal y como expresamente dispone el apartado 5 de la norma impugnada, decayendo, en consecuencia, el «título habilitante de actividad vinculado a un uso provisional» en caso de que la actividad o edificación provisionalmente autorizada no resulten finalmente plasmadas en el plan definitivamente aprobado. Así entendida, la disposición adicional primera de la Ley 10/2018 no es inconstitucional y así se dispondrá en el fallo.

Dicha interpretación permite descartar la queja que han planteado los diputados recurrentes, relativa a la vulneración de la seguridad jurídica, entendida desde un plano objetivo como la certeza sobre el ordenamiento jurídico aplicable y los intereses jurídicamente tutelados, pues «las exigencias derivadas de la misma no pueden alcanzar a los defectos de técnica legislativa y tachar de inconstitucionales las omisiones o deficiencias técnicas en las que la norma incurra» (STC 135/2018, de 13 de diciembre, FJ 5). Que la regulación controvertida pueda ser imprecisa o, incluso, manifiestamente mejorable desde el punto de vista de la claridad en la definición del supuesto de hecho regulado, no altera esta conclusión. Como se ha señalado en el fundamento jurídico 3, el juicio de constitucionalidad no es un juicio de técnica legislativa, sin que nos corresponda efectuar valoración alguna sobre la eficacia, conveniencia o calidad de la norma impugnada pues no es este Tribunal «juez de la calidad técnica de las leyes», en su triple dimensión de corrección técnica, oportunidad o utilidad de las leyes (STC 341/1993, de 18 de diciembre, FJ 2; con posterioridad, STC 341/2005, de 21 de diciembre, FJ 9), sino «vigilante de su adecuación a la Constitución» (STC 40/2018, de 26 de abril, FJ 8)”.

2. TRIBUNAL SUPREMO

- Sentencia 1847/2019, de 18 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, del Tribunal Supremo que desestimó un recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJ de Madrid, estimatoria del recurso formulado frente a un decreto del Ayuntamiento de Madrid que aprobó una instrucción aclaratoria de determinados artículos de las Normas Urbanísticas del Plan General de Ordenación Urbana de Madrid, que fija criterios interpretativos respecto del art. 5.f) TRLS 2015. (Roj: STS 4184/2019)

En el informe de febrero de 2018 ya comentamos la Sentencia 853/2017, de 11 de diciembre, de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que estimó el recurso contencioso administrativo interpuesto por un grupo municipal contra el decreto del Delegado del Área de Gobierno e Desarrollo Urbano Sostenible del Ayuntamiento de Madrid, por el que se probó una instrucción aclaratoria de determinados artículos de las normas urbanísticas del Plan General, que regulan los cambios de clase de usos en patios de manzana y espacios libres, y anuló determinados artículos del PGOU. (LA LEY 178635/2017) 
Esta sentencia entendió que la instrucción impugnada no era una disposición general, sino un instrumento de organización interna dirigido a los funcionarios de la corporación para aclarar algunas expresiones de concretos artículos de las NNUU del plan general en lo referente a los patios de manzana, y, por lo tanto, a la instrucción le estaba vedado imponer obligaciones a los particulares que quisieran realizar alguna intervención en los patios de manzana de los inmuebles ubicados en el términos municipal. La instrucción se extralimitó en su contenido y desarrolló aspectos de tres artículos de las NNUU del PGOUM de 1997, que exceden la simple aclaración y que crean derecho con fuerza vinculante para terceros, constituyendo por tanto una auténtica regulación.

En esta sentencia el TS viene a confirmar las conclusiones de la sentencia de instancia, fija los criterios interpretativos de los artículos 18 y 19 LJCA y 5.f TRLSyRU, no ha lugar al recurso de casación interpuesto por el Ayuntamiento de Madrid, y ratifica la nulidad del acuerdo de aprobación de la instrucción.
A este respecto, los criterios interpretativos fijados son los siguientes:
1º. El ejercicio de la acción pública, en el ámbito urbanístico, también puede ser utilizado por los Grupos Municipales. La sentencia de instancia no introduce ninguna cuestión nueva, relativa a la acción pública, sino que se limita a dar respuesta a las causas de inadmisibilidad del recurso que habían opuesto el Ayuntamiento. Según los principios de iura novit curia y da mihi factum, dabo tibi ius, el órgano jurisdiccional puede y debe fundar el fallo en el derecho adecuado a la solución del caso, pudiendo así emplear argumentaciones jurídicas propias y distintas de las invocadas por las partes, si conducen a aceptar o rechazar las pretensiones deducidas, los motivos planteados por las partes, o la solución a las causas de inadmisibilidad opuestas, siempre que no se altere la causa petendi ni se sustituya el thema decidendi. Por esta razón, no existía obligación del Tribunal de instancia de someter a la consideración de las partes la posibilidad de interpretar que, como los Grupos políticos municipales solo tienen funciones estrictamente corporativas, cuando se impugnan, en nombre de los concejales, los acuerdos, ha de entenderse que son los concejales que los componen los que en el ejercicio de su cargo público llevan a cabo la impugnación interviniendo como recurrentes, que fue, en definitiva, unos de los criterio en que se sustenta la decisión de instancia de rechazar las causas de inadmisibilidad.
2º. Los Grupos Municipales cuentan con legitimación suficiente para la impugnación jurisdiccional de decisiones municipales como la adoptada por el Concejal Delegado del Área de Desarrollo Urbano Sostenible del Ayuntamiento de Madrid, al tratarse de una decisión unipersonal (sin posibilidad de ser votada por los integrantes del Grupo Municipal en ninguno de los órganos del Ayuntamiento), que tampoco pudo ser votada por los cuatro concejales del grupo recurrente que asistieron a la Comisión Permanente Ordinaria de Desarrollo Urbano Sostenible en la que, simplemente, se les dio cuenta de la Instrucción, aprobada con anterioridad por el Concejal Delegado; decisión de la que se tuvo conocimiento oficial una vez publicada en el boletín oficial municipal.

Concluye que, en aplicación de la doctrina jurisprudencial recordada, ha de extender la legitimación de los Grupos Municipales a aquellos supuestos en los que:

1. Se trata de una decisión unipersonal, y no colegiada.

2. Sin posibilidad de control, fiscalización o aprobación en ningún órgano colegiado; solo un conocimiento posterior de la misma; y,

3. Sin posibilidad de ser votada por ninguno de los concejales del Grupo Municipal.

- Sentencia 21/2020, de 15 de enero, de la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, del Tribunal Supremo que estimó un recurso de casación interpuesto contra una sentencia del TSJ de la Comunidad de Cataluña, que desestimó el recurso contencioso administrativo interpuesto por una mercantil contra el Acuerdo del Pleno del citado Ayuntamiento de Manresa, por el que se aprobó definitivamente el Mapa de capacidad acústica de Manresa. (Roj: STS 73/2020)
El recurrente entiende que no se puede aplicar a sus terrenos y actividad una determinada clasificación acústica prevista para desarrollos urbanísticos futuros.

La sentencia de instancia parte de lo establecido en la Ley autonómica 16/2002, de 28 de junio, de Protección contra la contaminación acústica, que distribuye las competencias en esta materia entre la Generalidad de Cataluña, a la que corresponde la ordenación general de la materia, y los Ayuntamiento, a quienes corresponden las actuaciones en los respectivos ámbitos territoriales. 

El art. 5 de la ley autonómica delimita tres zonas de sensibilidad acústica: alta (A), que comprende sectores que requieren una alta protección contra el ruido; moderada (B), que incluye sectores que admiten una percepción elevada del ruido; y baja (C), con sectores que admiten una percepción alta de ruido. El art. 9.1 de la ley obliga a los Ayuntamientos a elaborar un mapa de capacidad acústica concretando los niveles de inmisión de los emisores acústicos. Ambos preceptos fueron desarrollados por el Decreto 176/2009, de 10 de noviembre. Ninguno de estos textos normativos fija el procedimiento de elaboración y aprobación del mapa de capacidad acústica, que será distinto según tenga la consideración de disposición general o de acto administrativo.

Así las cosas, la sentencia de instancia concluye la desestimación del recurso contencioso administrativo sobre tres consideraciones básicas, cuales son, que la administración debe tomar en consideración todos los usos -preexistentes y futuros- que se desarrollen o bien esté previsto desarrollar por el planeamiento urbanístico en vigor; que no incide en dicha delimitación acústica la circunstancia de que el planeamiento urbanístico vigente no haya sido desarrollado, y, en consecuencia, que no exista una coincidencia o correlación entre el uso previsto por el planeamiento, y el uso real en la actualidad; y que, para la correcta zonificación acústica, debe, igualmente, tenerse en cuenta la existencia de zonas colindantes, contiguas o inmediatas, urbanísticamente consolidadas como residenciales, a las que la actividad industrial actual -que no futura- pudiera afectar de forma directa como consecuencia de su proximidad. 

Sobre esta argumentación, el recurso de casación considera que se ha infringido el artículo 7.1 de la Ley estatal 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido (LR), que establece la clasificación de las áreas acústicas en atención al uso predominante del suelo, así como el artículo 5 y Anexo V del Real Decreto 1367/2007, de 19 de octubre de desarrollo de la LR, en lo referente a los criterios fijados para la zonificación acústica del suelo, entendiendo que, cuando se está en presencia de áreas consolidadas urbanísticamente, hay que atender al uso predominante actual del suelo, y no al uso predominante previsto para dicho suelo en el planeamiento urbanístico vigente, pendiente de ejecución. Igualmente el recurrente considera que el 81 % de la superficie del área acústica cuestionada y propiedad del recurrente es uso industrial, mientras que el resto corresponde a uso residencial propiedad de terceros; por lo que, aunque en la misma área acústica delimitada por el Mapa aprobado por el acuerdo impugnado coexisten ambos usos, hay predominio absoluto del uso industrial, sin que la sentencia de instancia haya tenido en cuenta el uso predominante actual sino el uso previsto en el planeamiento todavía no ejecutado.
El TS extrae tres aspectos esenciales del examen del art. 7 LR y normativa de desarrollo:
1º. Los tipos de áreas acústicas en los que las respectivas CC.AA. pueden clasificar su territorio. Como mínimo serán de uso residencial; de uso industrial; de uso recreativo y de espectáculos; de uso sanitario, docente y cultural; afectados a sistemas generales de infraestructuras de transporte u otros equipamientos; y espacios naturales requeridos de especial protección contra la contaminación acústica.

2º. El criterio determinante para proceder a tal clasificación territorial en las áreas acústicas que se establezcan es el del "uso predominante de suelo", establecido expresamente en este artículo.
3º. Para proceder a la determinación de "los criterios para la delimitación de los distintos tipos de áreas acústicas" el artículo 7.2 de la LR habilita al Gobierno para el uso de su potestad reglamentaria, en uso de la cual se aprobó el R. D. 1367/2007, de 19 de octubre, de desarrollo de la LR. El art. 5 RD, dedicado a la "Delimitación de los distintos tipos de áreas acústicas", insiste en el criterio legal para la clasificación de las áreas acústicas esto es, el criterio de la "atención al uso predominante del suelo", tanto como principio general, como en relación con los diferentes sectores. Este mismo artículo prevé que:
a) La delimitación territorial y su correspondiente clasificación "se basará en los usos actuales o previstos del suelo".

b) El proceso de zonificación, como regla general, "afectará ... a las áreas urbanizadas y a los nuevos desarrollos urbanísticos".

c) Además, "para el establecimiento y delimitación de un sector del territorio como de un tipo de área acústica determinada, se tendrán en cuenta los criterios y las directrices que se describen en el anexo V" del decreto. El art. 5.4 dispone que "si concurren, o son admisibles, dos o más usos del suelo para una determinada área acústica, se clasificará ésta con arreglo al uso predominante, determinándose este por aplicación de los criterios fijados en el apartado 1, del anexo V".

Finalmente, el anexo V del decreto insiste en que el procedimiento de asignación, de un sector del territorio, a uno de los tipos de áreas acústicas "depende del uso predominante actual o previsto para el mismo en la planificación general territorial o el planeamiento urbanístico". El apartado 1.2 del anexo ("Asignación de áreas acústicas") establece los criterios de determinación del uso predominante cuando en una zona coexistan o vayan a coexistir varios usos que sean urbanísticamente compatibles y, entre ellos, incluye el porcentaje de superficie del suelo ocupada o a utilizar en usos diferenciados con carácter excluyente.
Además de ello, el Decreto autonómico 176/2009, de 10 de noviembre, que aprueba el Reglamento de la Ley 16/2002, de 28 de junio, de Protección contra la contaminación acústica, cuando establece los criterios generales para proceder a la zonificación acústica del territorio, obliga a la inclusión de diferentes zonas acústicas (Alta, Moderada, Baja, de Ruido, de Especial protección de calidad acústica y de Régimen especial) e insiste en el criterio del uso predominante: "La zonificación del territorio debe mantener la compatibilidad entre zonas. Si son admisibles o concurren dos o más usos del suelo, la clasificación se debe hacer según el uso predominante" (art. 10.5).
Después de exponer la normativa vigente, el TS concluye que no cabe aceptar la interpretación del TSJ, porque no existen argumentos consistentes para hagan declinar el criterio legal y reglamentario precedente. Reitera que el criterio esencial que, como regla general, debe sostener el Mapa de capacidad acústica municipal ha de ser el criterio de la "atención al uso predominante del suelo". 

El problema interpretativo que se suscita en el presente supuesto es el de la procedencia, o no, del mantenimiento y aplicación de tal indiscutido criterio cuando existe una discrepancia entre el uso predominante actual (industrial, a extinguir) y el uso previsto en el planeamiento que no ha sido desarrollado (residencial); polémica que no resuelve el art. 5 del R. D. porque hace referencia a "usos actuales o previstos del suelo", ni la remisión a los criterios y directrices del anexo V.
El art. 4.2 del RD añade que “si concurren, o son admisibles, dos o más usos del suelo para una determinada área acústica, se clasificará ésta con arreglo al uso predominante, determinándose este por aplicación de los criterios fijados en el apartado 1, del anexo V". El anexo V, tras insistir en que la asignación, de un sector del territorio, a uno de los tipos de áreas acústicas "depende del uso predominante actual o previsto para el mismo en la planificación general territorial o el planeamiento urbanístico", resuelve la cuestión relativa al criterio para concretar la predominancia de un uso, señalando como criterio fundamental el "Porcentaje de superficie del suelo ocupada o a utilizar en usos diferenciados con carácter excluyente", sin resolver la cuestión relativa a la discrepancia entre los usos actuales o futuros. Por esta razón, el TS interpreta todos estos artículos en el sentido de que el Mapa de Capacidad Acústica, para proceder a la zonificación acústica de un área, debe tomar en consideración el uso predominante actual de la zona, pues la Administración no puede abstraerse de la realidad física que zonifica, pero que no planifica; esa es otra potestad, la del planeamiento urbanístico. En este sentido, el TS manifiesta que:
“(…) No resulta jurídicamente aceptable la actitud de no proceder al desarrollo y ejecución de lo decidido por el planeamiento urbanístico -que, en el supuesto de autos, contemplaba la eliminación, por traslado, de las instalaciones de uso industrial de la recurrente establecida en la zona desde 1905- y, al mismo tiempo, introducir en el Mapa Acústico una zonificación acústica correspondiente al uso previsto en el planeamiento vigente -y no el existente en la actualidad- siendo la misma Administración la que no ha procedido -desde hace tiempo- a la adecuada implementación de sus propios mandatos urbanísticos, dando lugar al conflicto vecinal que subyace en el supuesto de autos, utilizando, de esta forma, las potestades de manera inadecuada y no encajando tal actuación municipal en lo que la jurisprudencia y las normas jurídicas nacionales e internacionales vienen considerando el derecho a la buena administración. El permitir el crecimiento y desarrollo urbanístico residencial -sin duda previsto y razonable- en las inmediaciones de una zona industrial, cuyo traslado contemplaba el mismo planeamiento, pero sin articular los mecanismos adecuados para la efectividad de lo acordado, constituye una inestimable colaboración municipal al anunciado conflicto vecinal, y, como decíamos, se nos presenta como una actuación contraria al principio de Derecho de la Unión Europea del "derecho a una buena administración" que la jurisprudencia viene imponiendo como necesidad y exigencia -entre otros- en el ámbito del planeamiento urbanístico”, citando, entre otras, la STS 1683/2017, de 7 de noviembre (RC 2228/2016). 
Añade a todo lo anterior que “(…) el Mapa de Capacidad Acústica es -como regla general- el reflejo de la realidad sonora de una zona, pero no constituye un mecanismo de anticipo e imposición de niveles acústicos correspondientes a unos usos que la propia administración no ha posibilitado desarrollar; la conexión entre la realidad sonora de una zona y las previsiones urbanísticas previstas resultan imprescindibles y necesarias, pero la aprobación del Mapa acústico no puede convertirse en un mecanismo o instrumento de ejecución del planeamiento, para lo cual la Administración cuenta con otros instrumentos adecuados y específicos”. La falta de consolidación del desarrollo urbanístico no permite adelantar unos niveles acústicos previstos para el futuro y correspondientes a un uso diferente porque la consideración de las potestades administrativas sobre ordenación del territorio y urbanismo (art. 4 TRLSyRU) como "funciones públicas no susceptibles de transacción", no son un mero principio programático sino un mandato legal de obligatorio cumplimiento.

Igualmente, reconoce el TS que la gestión urbanística es un proceso complejo con presencia de muchos intereses enfrentados, pero, el incumplimiento prolongado de los mandatos previstos por el planeamiento urbanístico no habilita para tratar de solventar un conflicto vecinal con la utilización de potestades tendentes a la ejecución de otras necesarias y deseables políticas municipales como son las de la adecuada gestión del ruido. La complejidad del proceso de gestión urbanística no puede suponer, en modo alguno, la paralización absoluta. A estos efectos, remite a la doctrina sentada por la STS de 20 de julio de 2010 (RCA 202/2007).
Razones todas ellas que dan lugar a la estimación del recurso de casación y la estimación del recurso contencioso administrativo. en lo relativo a la calificación acústica de la parcela catastral ocupada por las instalaciones industriales de la entidad recurrente, de tal manera que fija la zonificación relativa a la Zona Acústica Tipo B), de conformidad con el art. 7.1 de la LR y el art. 5 y Anexo V del RD, que se corresponde con el Tipo C) de la Ley autonómica.
� Sobre el concepto de vivienda vacía, este DL ha sido modificado recientemente por otro Decreto-Ley 1/2020, de 21 de enero (DOGC núm. 8047, de 22 de enero), para retocar la definición que de “vivienda vacía” da el art. 3.2.1.d). Considera como tal la vivienda que permanece desocupada permanentemente, sin causa justifica, por un plazo de más de dos años; entendiendo por causas justificas el traslado por razones laborales, el cambio de domicilio por una situación de dependencia, el abandono de la vivienda en una zona rural en proceso de pérdida de población y el hecho de que la propiedad (y no la posesión, como establecía la redacción inicial) de la vivienda sea objeto de un litigio judicial pendiente de resolución. La ocupación sin título legítimo no impide que se pueda considerar vacía una vivienda.


� La D. A. única de la ley extremeña dice:


“1. Los instrumentos de ordenación del territorio y de ordenación urbanística vigentes a la fecha de entrada en vigor de esta Ley podrán ser homologados a fin de que incorporen la declaración de su adecuación a preceptos de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura modificados tras su entrada en vigor por ésta u otras reformas anteriores.


2. La homologación de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística podrá ser promovida en cualquier momento de acuerdo con las siguientes reglas:


a) El procedimiento de homologación de los instrumentos de ordenación urbanística podrá ser iniciado a instancia de los ayuntamientos mediante solicitud presentada ante la Dirección General competente en materia de urbanismo y ordenación del territorio.


b) El procedimiento de homologación de los instrumentos de ordenación del territorio podrá ser iniciado de oficio por el Consejero competente en materia de ordenación territorial y urbanística. En el caso de los Proyectos de Interés Regional de iniciativa particular será necesaria la previa solicitud por el promotor.


3. Iniciado el procedimiento de homologación, el órgano urbanístico y de ordenación del territorio competente acordará su sometimiento a información pública por plazo de quince días mediante la publicación de un anuncio de inicio del procedimiento de homologación en el Diario Oficial de Extremadura.


4. A la luz de las alegaciones que, en su caso, fueran formuladas, la administración promotora de las mismas se pronunciará sobre ellas y remitirá el expediente a la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Extremadura, que aprobará o desestimará la homologación del instrumento correspondiente.


5. El plazo máximo para notificar el acuerdo que ponga fin al procedimiento de homologación será de dos meses a contar desde su inicio o solicitud, transcurrido el cual sin que se hubiese notificado resolución expresa, la homologación se entenderá desestimada.


6. El instrumento de ordenación territorial o urbanística debidamente homologado será depositado en el registro administrativo habilitado por la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística.


A continuación, el acuerdo de homologación será publicado en el Diario Oficial de Extremadura con indicación expresa de haberse procedido al depósito”.


� El TSJEx consideró que el proyecto no se amparaba en ninguno de los objetivos concretos que podían legitimarlo, al amparo del art. 60 Ley 15/2001, faltaba la justificación de interés regional, de la utilidad pública y de la oportunidad de reclasificar como suelo urbanizable unos suelos no urbanizables de especial protección, porque los suelos que integraban el proyecto estaban incluidos en la red Natura 2000 y sometidos a un régimen de protección especial por la legislación sectorial. Esta sentencia fue confirmada en casación por el TS.


� El art. 46.4 sobre medidas de conservación de la Red Natura 2000 dice textualmente:


“4. Cualquier plan, programa o proyecto que, sin tener relación directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable a las especies o hábitats de los citados espacios, ya sea individualmente o en combinación con otros planes, programas o proyectos, se someterá a una adecuada evaluación de sus repercusiones en el espacio, que se realizará de acuerdo con las normas que sean de aplicación, de acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal y en las normas adicionales de protección dictadas por las comunidades autónomas, teniendo en cuenta los objetivos de conservación de dicho espacio. A la vista de las conclusiones de la evaluación de las repercusiones en el espacio y supeditado a lo dispuesto en el apartado 5, los órganos competentes para aprobar o autorizar los planes, programas o proyectos sólo podrán manifestar su conformidad con los mismos tras haberse asegurado de que no causará perjuicio a la integridad del espacio en cuestión y, si procede, tras haberlo sometido a información pública. Los criterios para la determinación de la existencia de perjuicio a la integridad del espacio serán fijados mediante orden del Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, oída la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente”.


� Este artículo dispone que “los expedientes se tramitarán dentro de un plazo de doce meses desde su incoación. Transcurrido este plazo se podrá denunciar la mora por cualquier interesado. Una vez denunciada la mora, la administración actuante dispondrá de dos meses para concluir el expediente y elevarlo al Gobierno de Canarias para la declaración del bien de interés cultural la que deberá producirse en el plazo de dos meses a partir de la recepción. En otro caso, el expediente de declaración quedará caducado y sin efecto, no pudiendo volver a incoarse hasta después de tres años, salvo cuando medie instancia del propio titular del bien”.


� Esta disposición adicional primera de la Ley de turismo de Murcia dice textualmente:


“1. En la renovación edificatoria de un hotel existente se podrá admitir un incremento de la edificabilidad asignada a la parcela por el planeamiento vigente, siempre y cuando la categoría resultante del establecimiento tras la renovación sea como mínimo tres estrellas.


2. También se podrá admitir ese incremento de edificabilidad para la transformación en hotel, de al menos tres estrellas, de otros establecimientos de alojamiento turístico reglado existentes.


3. La renovación podrá consistir en obras de reforma, ampliación, e incluso de reconstrucción parcial o reedificación total tras la demolición del edificio preexistente.


4. El incremento de edificabilidad dependerá de la categoría resultante de la actuación de renovación y como máximo podrá ser del:


a) 20 por 100 para hoteles de tres estrellas.


b) 30 por 100 pata hoteles de cuatro estrellas.


c) 40 por 100 para hoteles de cinco estrellas.


5. El volumen resultante se podrá destinar a cualquier dependencia del hotel, tanto para habitaciones como para espacios generales, debiendo constituir la totalidad del establecimiento una unidad de explotación.


6. En la ordenación del volumen edificable resultante en la parcela se tendrá en consideración las circunstancias de ordenación del entorno y se reducirá en lo posible la incidencia sobre los predios colindantes, realizándose mediante alguno de los instrumentos de planeamiento previstos en la legislación urbanística:


a) Si la parcela estuviera ya calificada de uso hotelero, la ordenación de volumen se podrá realizar mediante un estudio de detalle.


b) En caso contrario, se realizará mediante un plan especial que, además de ordenar el volumen con los mismos criterios anteriores, asignará a la parcela el uso hotelero exclusivo.


7. Con anterioridad a la aprobación del instrumento urbanístico indicado en el punto anterior, será necesario el informe previo, preceptivo y vinculante del departamento autonómico competente en turismo sobre la adecuación de la actuación de renovación hotelera a la normativa turística y categoría solicitada, debiéndose aportar a tal fin el anteproyecto del establecimiento con detalle suficiente sobre las nuevas características, instalaciones y servicios.


8. Estas actuaciones de renovación hotelera tienen la consideración de proyectos de interés turístico a los efectos previstos en esta ley, reduciéndose en consecuencia los plazos de tramitación aplicables a los planes y proyectos necesarios para su realización.


9. Cuando la actuación de renovación hotelera se desarrolle sobre una parcela situada en un ámbito urbano o urbanizable en proceso de gestión y ejecución, la aplicación de la prima de aprovechamiento se sumará a los derechos que inicialmente correspondan su beneficiario, sin afectar a la equidistribución y cesión, pero sí deberá ser tenida en cuenta en la liquidación provisional o definitiva de los gastos de urbanización, contribuyendo a los mismos.


10. Las edificaciones resultantes se destinarán obligatoriamente a uso turístico hotelero”





� Este artículo define el concepto de normativa del siguiente tenor: “Normativa: disposiciones de carácter general y específico, suelos protegidos y de restricción cautelar de usos, y actuaciones propuestas. Caso de regular los usos, obras e instalaciones de carácter provisional, deberá hacerlo de manera específica”.


� Se añade el párrafo siguiente al art. 71.1 Ley 13/2015 «La aprobación inicial de la modificación de un instrumento de ordenación territorial podrá implicar, caso de que así se acuerde, la suspensión en la vigencia del instrumento modificado en aquellos aspectos que entren en contradicción con el mismo. Dicha suspensión podrá llevarse a cabo una vez realizada la citada aprobación inicial mediante orden del consejero competente en ordenación territorio. La duración de dicha suspensión deberá acordarse de manera expresa teniendo una duración máxima de un año, prorrogable por otro año adicional.»


� El art. 145.4 Ley 13/2015 dispone: «En casos excepcionales, el Consejo de Gobierno, mediante acuerdo y a propuesta del consejero competente en materia de urbanismo, podrá suspender de forma total o parcial la vigencia de los instrumentos de planeamiento urbanístico para garantizar su adecuación a los instrumentos de ordenación del territorio, para defender otros intereses supramunicipales o para instar la revisión de su planeamiento.


El acuerdo de suspensión de vigencia, previa audiencia a los ayuntamientos afectados, deberá indicar los instrumentos cuya vigencia se suspenden, el alcance de la suspensión, los plazos en los que deban revisarse o modificarse los instrumentos suspendidos y la normativa que haya de aplicarse transitoriamente.


El acuerdo se notificará al ayuntamiento y se publicará en el ''Boletín Oficial de la Región de Murcia''.


Este régimen jurídico, que se concretará en unas normas transitorias, no tendrá la consideración de instrumento de planeamiento a efectos urbanísticos ni ambientales cuando no realicen modificación alguna en la clasificación prevista en el planeamiento y, de acuerdo con la normativa ambiental básica, no establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a evaluación de impacto ambiental, por referirse exclusivamente a:


– Al suelo urbano.


– Suelo urbanizable que haya iniciado el proceso urbanizatorio.


– A los núcleos rurales.


Su alcance y objeto estará limitado a establecer el mínimo contenido normativo necesario que permita el normal ejercicio de las facultades urbanísticas en los suelos consolidados anteriores, sin producirse una transformación que suponga efectos significativos para el medio ambiente.»


� La referida D. A. dice: “1. Los titulares de actividades existentes que, a la entrada en vigor de la presente ley, las estén ejerciendo sin contar con el adecuado título habilitante de actividad por razones urbanísticas, y que pretendan regularizar la situación, podrán llevarla a cabo, dentro de los procedimientos legalmente establecidos para obtener un título habilitante de actividad vinculado a un uso provisional con las precisiones señaladas en la presente disposición.


2. Para obtener la compatibilidad urbanística preceptiva para el título de habilitante de actividad, deberán remitir al ayuntamiento en el cual se encuentren ubicadas, en el marco del procedimiento que corresponda, la documentación establecida legalmente con las siguientes especificidades:


– La justificación de la temporalidad del uso contemplada en el artículo 111.1, viene determinada por el plazo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley 13/2015.


– A estos efectos, deberán determinarse aquellos aspectos del planeamiento urbanístico en vigor que dificultan la obtención de la citada compatibilidad urbanística.


3. El ayuntamiento, adicionalmente a los requisitos contemplados en la legislación en vigor, deberá determinar para conceder dicha compatibilidad, si los puntos señalados por el titular de la actividad podrían ser objeto de análisis en el marco del procedimiento de adaptación del planeamiento general a la citada Ley 13/2015, de 24 junio, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia.


4.Una vez alcanzado el hito, y si la actividad en regularización no es incompatible el planeamiento aprobado inicialmente, el uso provisional podrá prorrogarse durante el tiempo necesario para aprobar y desarrollar el planeamiento general hasta el estado que permita que el título habilitante obtenido, vinculado al uso provisional concedido, pueda ser compatible con las determinaciones del nuevo planeamiento.


5.El ayuntamiento no está vinculado en la revisión de su planeamiento al uso provisional otorgado.


6.El título habilitante de actividad para uso provisional podrá devenir en indefinido, una vez el planeamiento urbanístico habilite, en su caso, el ejercicio de dicho uso, todo de acuerdo y con las limitaciones establecidas en la Ley 4/2009.


7.La consejería competente en materia de industria, a través del equipo de gestión regulado en el artículo 12 de la normativa de las directrices y Plan de ordenación territorial del suelo industrial de la Región de Murcia, aprobadas por el Decreto 102/2006, de 8 de junio, deberá en el plazo de un año iniciar los trabajos conducentes a la revisión del citado instrumento de ordenación territorial, con el fin de adecuar el modelo de suelo industrial de la Región de Murcia.”
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